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Al  Sr.  Lie 

DON  FERNANDO  NORIEQA, 

Presidente  de  la  Orden  Mexicana  de   Abo 

gados  a  cuya  amistad  debo  la   publicación 

de  estos    Apuntes. 


APUNTES  SOBRE  LEGISLACIÓN  Y  POLÍTICA  AGRARIAS 


Latifundia  perdidere  Italiana. 

Plinio. 


La  controvertida  cuestión  de  la  propiedad    apasiona  actualmente  a  cuan-   concepto    moderno 

.  ,      .     '  -.,,.  .  ,      •  -i  de    la    propiedad. 

tos  se  interesan  por  la  reconstrucción  política,  social  y  económica  de  nues- 
tra Patria.  Las  nuevas  orientaciones  de  las  ciencias  antropológica  y  socioló- 
gica, nos  alejan  más  cada  día  del  concepto  que  de  ella  tuvieron  los  filósofos, 
los  juristas,  los  economistas  y  los  hombres  de  Estado,  porque  siendo  en  su 
origen  un  instinto  común  a  todos  los  animales,  se  transforma  después  en 
un  sentimiento  que  egoísta  primero,  y  ego-altruísta  después,  se  revela  al 
fin,  extendiéndose  del  hombre  a  la  sociedad  por  manifestaciones  colectivas 
que  hacen  partícipes  de  los  beneficios  de  la  propiedad  al  individuo,  a  la  fa- 
milia y  a  la  sociedad  toda,  satisfaciendo  a  la  par  que  las  necesidades  de  la 
unidad,  las  del  grupo  a  que  está  agregado :  protección  a  las  personas  y  bie- 
nes de  los  ciudadanos ;  administración  de  justicia ;  educación  y  beneficencia ; 
obras  materiales.  Y  por  lo  que  atañe  al  Estado,  el  patrimonio  público  le 
permitirá  cumplir  con  sus  deberes  éticos  sin  la  carga  de  los  impuestos  que 
no  pueden  constituir  un  elemento  de  riqueza. 

2.  No   pretenderé   dentro    de   los   estrechos   límites    de   una    exposición  Programa.jiei  estu- 
esquemática,  formular  la  génesis  por  la.  que  la  propiedad,  de  mueble  e  in-   . 

dividual,  se  transforma  en  inmueble  .y  colectiva,  y  siendo  esta  primeramente 
pública,  se  hace  después  familiar  para  individualizarse  hasta  los  tiempos 
actuales  en  que  se  proclama,  como  base  de  una  nueva  organización  política, 
la  propiedad  en  común  con  la  obligación  de  todos  al  trabajo,  y  menos  me 
atrevería  a  repasar  las  etapas  por  las  que  del  régimen  de  la  comunidad  se 
ha  llegado  en  los  Estados  modernos  a  un  nuevo  concepto  de  la  propiedad 
socializada,  y  en  la  cual  la  riqueza  es  de  todos  por  la  cooperación  de  todos : 
mas  sí  me  esforzaré  en  delinear,  aunque  toscamente,  los  antecedentes  his- 
tóricos de  la  propiedad  rural  en  México,  y  recordar  las  leyes  anteriores  a 
la  actual  Constitución,  para  hacer  la  crítica  de  su  artículo  27  en  la  parte 
que  se  refiere  a  la  dotación  de  ejidos  y  fraccionamiento  de  los  llamados  lati- 
fundios, terminando  con  el  esbozo  de  lo  que  pienso  debiera  constituir  nuestra 
política  agraria. 

3.  El  régimen  de   la  propiedad   era   entre   los  pueblos   aborígenes   con  ^^p^r^slan!^ 
los  que  habría  de  integrarse  por  sucesivas  conquistas  la  Nueva  España,  el 

propio  de  las  grandes  monarquía."  bárbaras:  la  comunidad  de  la  tierra  en  un 
principio,  y  su  posterior  repartición  en  pequeños  lotes  dados  en  usufructo 
o  en  enfitéusis  a  las  ciudades  (hueyaltepetl)  y  pueblos  (altepetl)  divididos 
en  calpulli  o  barrios  por  sus  respectivos  tlatoanis  o  señores,  sometidos  a  su  vez 
a  los  reyes  electores  del  Emperador,  que  era  el  último  grado  jerárquico  de 
un  riguroso  feudalismo.  En  la  república  de  los  "Cuatro  Señores";  en  la 
teocrática   Cholula ;    en   los   siempre   rebeldes   Tepeaca   y   Huejotzingo ;   en  la 


monarquía  legendaria  de  los  tarascos;  en  el  misterioso  reino  de  los  mayas;  la 
propiedad  se  deriva  igualmente  de  la  guerra,  y  es,  por  tanto,  común,  gozan- 
do de  ella  las  clases  privilegiadas  que  hacen  de  los  plebeyos  los  esclavos  de 
la  tierra.  Para  los  mismos  nobles  no  es  en  México  absoluto  el  derecho  de 
propiedad ;  pues  aunque  podían  ser  transmitidas  las  tierras  por  herencia, 
no  eran  enajenables,  y  con  la  extinción  de  la  familia  volvían  al  caLpulli  en 
el  mismo  pueblo,  y  aún  con  mayor  motivo  si  se  transladaba  el  vecino  a 
otro  lugar,  y  por  no  labrar  la  tierra  en  dos  años  seguidos.  Este  linaje  de  pro- 
pietarios constituía  una  verdadera  nobleza  o  clase  privilegiada  en  las  po- 
blaciones, y  aunque  presentaba  la  ventaja  de  no  dejar  ir  a  menos  al  pue- 
blo arraigando  los  hombres  al  calpulli,  producía  el  aislamiento  entre  los  mis- 
mos vecinos,  y  era  motivo  de  poco  adelanto,  conduciendo  a  una  inmovilidad 
casi  absoluta. 

4.  Otras  divisiones  deben  apuntarse  sin  entrar  en  detalles :  la  que 
hacía  el  rey  de  lo  que  de  las  tierras  conquistadas  tomaba  para  sí,  en  favor 
de  ciertos  nobles  (tecpanpouhqui,  o  tecpantlaca)  y  que  formaban  tres  ca- 
tegorías :  bienes  de  nobles  (pillalli) ;  donaciones  a  los  teoquihua,  hidalgos  o 
gentes  de  guerra,  y  los  que  se  daban  a  los  jueces  y  empleados  públicos  por 
sólo  el  tiempo  de  su  cargo,  a  fin  de  que  lo  sostuvieran  con  lucimiento :  la  que 
se  hacía  a  los  vecinos  de  los  calpulli  con  la  obligación  de  trabajarlas  para 
el  mantenimiento  del  ejército  en  tiempo  de  guerra  (milchimalli)  y  por  últi- 
mo, la  que  se  destinaba  para  los  gastos  del  culto.  "Una  región  entera,  dice 
Torquemada,  era  conocida  con  el  nombre  de  teotlalpan  por  estar  destinada 
a  objetos  religiosos". 

5.  Esta  extremada  subdivisión  de  la  tierra  proveía  sin  duda  a  la 
subsistencia  del  mayor  número  de  familias ;  pero  los  bienes  quedaban  así 
vinculados,  sobre  todo  en  los  nobles,  siendo  la  condición  de  los  macehuallí 
o  plebeyos,  tan  dura  y  penosa  como  la  fué  en  Roma  para  los  despojados  por 
los  patricios  egoístas  y  crueles,  que,  trozo  a  trozo,  como  nuestros  terratenien- 
tes, fueron  apoderándose  del  ager  publicus,  convertido  en  el  patrimonio  de 
unas  cuantas  familias. 

6.  Derrumbado  el  imperio  azteca  al  choque  de  la  Conquista,  pasa  por 
ocupatio  bélica,  al  dominio  de  Castilla,  cuyos  reyes  premian  a-  los  afortu- 
nados aventureros  con  marquesados  y  encomiendas,  y  organizan  para  la 
reconstrucción  de  los  pueblos  destruidos,  y  la  fundación  de  nuevas  ciuda- 
des, un  sistema  que  no  logró  destruir  por  completo  la  famosa  ley  del  26 
de  junio  de  1856,  y  cuyos  vestigios  se  ven  todavía  en  nuestra  actual,  mez- 
quina e  impolítica  legislación  agraria. 

La  propiedad  ^en^ ei  7.     Es   la  primera   disposición   relativa   a  la   propiedad   de   la  tierra  la 

que  dictó  Cortés  inmediatamente  después  de  la  rendición  de  México,  para 
atraerse  la  confianza  y  buena  voluntad  de  los  señores  vencidos,  y  hacer  así 
posible  la  repoblación  de  los  pueblos  destruidos  por  la  guerra,  y  a  ella- si- 
guieron los  repartimientos  o  encomiendas  de  los  que  hace  tan  amargos  re- 
cuerdos la  historia,  y  que  concedidos  primero  por  el  Conquistador  a  sus  ca- 
pitanes y  soldados,  lo  fueron  después  por  Fernando  V,  el  emperador  D.  Car- 
los y  el  rey  Felipe  II  a  "todos  los  que  se  alienten  al  descubrimiento  y  po- 
blación de  las  Indias,  para  que  puedan  vivir  cómoda  y  convenientemente". 
La  ordenanza  dictada  por  el  Virrey  Mendoza,  en  1536,  revisada  por  don 
Gastón  de  Peralta  y  confirmada  después  por  la  autoridad  real,  señala  las 
medidas  de  la  peonía  y  de  la  caballería  para  la  repartición  de  las  tierras, 
y  la  ley  XVI  de  la  Recopilación  de  Indias,  reasume  las  disposiciones  que 
expidieron  D.  Carlos  y  la  Emperatriz  Gobernadora,  y  el  rey  D.  Felipe,  pa- 
ra dar  forma  a  los  repartimientos,  prescribir  las  obligaciones  que  tienen  los 
encomenderos  de  edificar  casas,  cultivar  la  tierra,  y  poblar  los  pastos  de  ga- 
nados, y  reservar  de  las  tierras  no  concedidas,  lo  necesario  para  plazas, 
ejidos,  "propios"  y  baldíos  de  los  lugares  ya  poblados,  repartiéndose  a  los  In- 
dios lo  que  "buenamente  bubieren  menester  para  labrar  y  hacer  sus  semen- 
teras y  crianzas,  confirmándoles  las  que  ahora  tienen,  y  dándoles  de  nuevo 
lo  necesario."  Esto  de  manera  más  expresa  vuelve  a  decirlo  la  ley  XXIII; 
mas  ni  la  previsora  sabiduría  de  sus  disposiciones,  ni  la  rigurosa  sanción 
(pie,  las  acompañaba,  refrenaron  la  codicia  de  los  encomenderos,  ni  redimie- 
ron a  los  indios  de  la  servidumbre  de  la  I  ierra,  si  bien  habrá  de  reconocerse 
a  Los  monarcas  españoles  el  celo  que  mostraron  en  sus  Leyes  por  mejorar  La 


régimen   colonial. 


condición  de  los  indios;  celo  que  desgraciadamente  los  llevó  al  extremo  de 
mantenerlos  en  perpetua  tutela  sofocando  su  libre  actividad,  y  haciendo  im- 
posible el  desarrollo  económico  de  la  propiedad  por  la  prohibición  absoluta 
de  adquirir  y  vender  las  tierras; 

8.  La  formación  de  las  poblaciones  requería,  según  las  leyes  de  Par- 
tida (L.  7.  tit.  20  Part.  3)  del  Ordenamiento  Real,  (Ley  3  tit.  8.  lib.  2o.),  y 
de  la  Novísima  (tit.  15.  lib.  2  de  la  Pee.  correspondiente  a  la  ley  2,  tit. 
2a.  lib.  5  de  la  Nov.),  la  licencia  que  el  rey  daba  a  los  fundadores  con  el 
nombre  de  "privilegios  de  población"  o  "cartas-pueblas".  Descubiertas  las  . 
Indias  Occidentales,  y  de  acuerdo  con  las  antiguas  leyes,  los  Reyes  Católi- 
cos, al  conceder  el  permiso  para  las  fundaciones,  asignaban  a  los  nuevos 
pueblos  un  solar  para  su  establecimiento,  terrenos  concejales,  o  de  "propios", 
para  su  subsistencia  y  mejoramiento  por  el  usufructo  de  pastos  y  labores,  y 

a  los  que  habían  ayudado  a  conquistar  la  tierra,  fundos  que,  desvinculados 
de  la  Corona,   constituyeron  la  propiedad  privada   de  los  particulares. 

9.  La  primera  disposición  que  a  este  respecto  se  dictó  para  la  Nueva  ¡Sf*obredej?dos" 
España,  es  la  del  Emperador  Carlos  V,  dada  en  21  de  marzo  de  1551,  y  re- 
producida por  el  rey  su  hijo,  quien  hizo  redactar  una  Ordenanza  sobre  Po- 
blaciones, en  la  cual  se  leen,  las  frases  siguientes    que  ponen  de  manifiesto 

que  el  decreto  de  6  de  enero  de  1915  ha  falseado  el  concepto  que  de  los  eji- 
dos tuvieron  la  disposición  citada,  y  las  posteriores  que  sobre  la  misma  ma- . 
teria  se  dieron:  "Ordenamos  que  habiéndose  resuelto  poblar  alguna  provin- 
cia o  comarca  de  las  que  están  a  nuestra  obediencia,  o  después  se  descubrie- 
ren, tengan  los  pobladores  consideración  y  advertencia,  que  el  terreno  sea 
saludable,  reconociendo  si  se  conservan  en  él  hombres  de  mucha  edad  y  mo- 
zos de  buena  complexión,  disposición  y  color;  si  los  animales  son  sanos  y 
de  competente  tamaño,  y  los  frutos  y  mantenimientos  sanos,  abundantes  y 
de  tierras  a  propósito  para  sembrar  y  coger :  si  se  crían  cosas  ponzoñosas 
o  nocivas:  si  el  cielo  es  de  buena  y  feliz  constelación,  claro  y  benigno:  el 
aire  puro  y  suave,  sin  impedimento  ni  alteración :  el  temple  sin  exceso  de 
calor  o  frío  (y  habiendo  de  declinar  a  una  y  otra  calidad  escojan  el  frío)  ; 
si  hay  pastos  para  criar  ganados;  montes  y  árboles  para  leña;  materiales 
para  casas  y  edificios  y  muchas  y  buenas  aguas  para  beber  y  regar;  indios 
y  naturales  a  quienes  se  les  pueda  predicar  el  Evangelio  como  primer  moti- 
vo de  nuestra  intención;  y  hallando  que  concurren  éstas  o  las  más  princi- 
pales cualidades,  procedan  a  la  población,  guardando  las  leyes  de  este  li- 
bro". (L.  1.  tit,  V.  lib.  4  de  la  Rec.  de  Ind.). 

10.  Las  cédulas  también  de  Carlos  V,  de  25  de  junio  de  1523  que  in-  Leyes  de  ia  Reco- 
formaron  en  parte  las  leyes  1.  tit.  XII.  lib.  12;  7.  tit,  LV  lib.  17  y  14,  tit.  III  díaT^céduia^  de 
lib.  6o.  de  la  Rec.  de  Ind.;  dispusieron  respectivamente:  "que  los  virreyes  Feli^s  "e/jdos creó 
y  gobernadores  que  tuvieren  facultad,  señalen  a  cada  villa  y  lugar  que  de 

nuevo  se  fundare  y  poblare,  las  tierras  y  solares  que  hubiere  menester ;  que 
los  montes,  pastos  y  aguas  de  los  lugares  y  montes  contenidos  en  las  merce- 
des que  tuvieron  hechos,  o  se  hicieren  de  los  señoríos  en  las  Indias,  debían 
ser  comunes  a  españoles  e  indios;  que  si  para  el  cumplimiento  o  ejecución 
de  las  reducciones  proveyeran  o  determinaren  los  virreyes,  presidentes,  go- 
bernadores  y   algunas  personas   se   agraviasen   e   interpusiesen   apelación,   la 

otorgasen  para   ante   el   Consejo   de   Indias Y  porque   a   los   indios   se 

había  de  señalar  y  dar  tierras,  aguas  y  montes,  si  se  quitasen  a  los  españo- 
les, se  les  diese  justa  recompensa  en  otra  parte (Ordenanzas  de  Tierras 

y  Aguas).  El  Rey  Felipe  II  para  llenar  el  vacío  que  notaba  en  las  leyes  del 
Emperador,  dispuso  en  Cédula  de  lo.  de  diciembre  de  1573,  (ley  8  lib.  III 
Lib.  6o.  de  la  Rec.  de  Ind.),  que  "en  los  sitios  en  que  se  han  de  formar 

pueblos  y  reducciones,  tengan  comodidad  de  agua,  tierras  y  montes y 

un  ejido  de  una  legua  de  largo,  donde  los  indios  puedan  tener  sus  ganados,  sin 
que  se  revuelvan  con  otros  de  españoles." 

11.  En  virtud  de  las  leyes  mencionadas,  el  3er  Virrey,  Marqués  de  Ordenanzas  del 
Falces,  dictó  en  26  de  mayo  de  1567  las  Ordenanzas  que  llevan  su  nombre,  y  mEiQUfundfc>e  iegaTs' 
en  las  cuales  se  instituyó  el  fundo  legal  que  viene  a  ser  el  ámbito  de  cada 

pueblos  y  que,  por  consiguiente,  bajo  el  punto  de  vista  territorial,  es  el  mismo 
pueblo  a  diferencia  de  los  ejidos  que  se  dan  para  los  usos  comunes  del  pue- 
blo. El  fundo  tenía  conforme  a  las  leyes  12  y  18  tit.  12,  lib.  4o.  de  la  Rec.  de 
Ind.,  500  varas  después  aumentadas  a  600,  por  los  cuatro  rumbos  y  medidas 
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El    decreto    de    las 
Cortes  de  4  de  ene- 
ro  de    1913. 


La  propiedad   de  la 
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nio de  1856. 


Ley  de  26  de  junio 
de  1856. 


en  un  principio,  de  los  últimos  linderos  o  casas  del  lugar,  y  luego  desde  el 
atrio  de  la  iglesia  principal.  Las  ordenanzas  del  Marqués  de  Falces  fueron 
corregidas  y  confirmadas  por  la  real  cédula^  de  4  de  junio  de  1687,  en  la  que 
se  refundieron  las  disposiciones  de  aquellas  relativas  a  la  fundación  y  me- 
didas de  los  pueblos  de  indios. 

12.  La  cédula  de  Felipe  II  ya  citada,  y  que  debe  considerarse  como 
la  primera  disposición  dictada  en  materia  de  ejidos,  fué  reproducida  el  15 
de  octubre  de  1713.  Por  último,  la  ordenanza  de  1589,  dictada  por  el  Vi- 
rrey don  Alvaro  Manrique  de  Zúñiga,  fijó  las  extensiones  de  los  sitios  de 
ganado  mayor  y  menor,  señalando,  para  el  primero,  desde  el  asiento  y  edi- 
ficio de  la  estancia  y  casa,  1,500  pasos  de  marca  a  todas  partes,  y  para  el 
segundo,  mil,  en  la  misma  forma. 

13.  A  la  vez  que  se  legislaba  sobre  el  fundo  legal  y  los  ejidos,  se  dic- 
taban disposiciones  respecto  a  las  enagenaciones  y  composiciones  de  terre- 
nos baldíos,  y  la  notable  Real  Instrucción  de  15  de  octubre  de  1754,  debe 
considerarse  como  un  documento  legislativo  de  primer  orden,  en  pocas  cosas 
modificada  por  la  Real  Ordenanza  de  Intendentes  y  la  Real  Cédula  de  23  de 
marzo  de  1789,  y  que  es  el  antecedente  de  nuestra  actual  legislación  sobre 
terrenos  nacionales  y  baldíos. 

14.  El  último  acto  legislativo  emanado  del  Gobierno  Español,  fué  el 
decreto  de  las  Cortes  de  4  de  enero  de  1813,  que  desvinculó  del  dominio  real 
todos  los  terrenos  baldíos  o  realengos  que  en  la  Península  e  islas  adyacen- 
tes debía  reducirse  a  propiedad  particular,  excepto  los  ejidos  necesarios  a 
lqs  pueblos,  (V.  el  art.  8o.  del  D.  de  25  de  junio  de  1856)  y  deslindarse  y 
enajenarse  preferentemente  a  los  vecinos  de  los  pueblos  en  cuyo  término  exis- 
tan, en  plena  propiedad  y  en  clases  de  acotados  para  que  puedan  sus  due- 
ños disfrutarlos  libre  y  exclusivamente,  y  destinarlos  al  uso  o  cultivo  que 
más  les  acomode,  con  la  prohibición  de  vincularlos,  pasarlos,  darlos  en  arren- 
damiento o  de  alguna  manera  gravarlos. 

15.  Después  del  año  1821  los  gobiernos  que  se  siguieron  al  efímero 
imperio  de  Iturbide,  más  se  cuidaron  de  mantenerse  en  el  poder  defendién- 
dose de  enemigos  interiores  o  exteriores,  que  de  adaptar  al  nuevo  régimen 
las  leyes  agrarias  expedidas  durante  la  dominación  colonial  que  conside- 
raba a  toda  la  América  Española,  como  una  parte  del  patrimonio  real  y  a 
sus  habitantes  como  los  instrumentos  económicos  de  su  riqueza.  En  materia 
de  tierras  siguieron  rigiendo  las  leyes  de  que  se  ha  hecho  ya  mención  y,  muy 
principalmente,  los  Decretos  de  las  Cortes,  y  fué  durante  ese  largo  tiempo 
que  se  formaron  los  que  hoy  llamamos  "latifundios",  ya  por  la  agregación 
de  tierras  compradas  a  los  pueblos,  a  los  descendientes  de  los  antiguos  ca- 
ciques, y  a  los  indios  beneficiados  en  los  fraccionamientos;  ya  por  confusión 
de  límites  olvidados;  ya,  finalmente,  por  el  despojo  a  los  pueblos  de  sus  fun- 
dos y  ejidos,  o  por  las  invasiones  de  los  pueblos  mismos  entre  sí  que  deban 
origen  a  pleitos  interminables. 

Fué  el  año  de  1856  en  que  se  publicó  Ja  famosa  ley  de  26  de  junio,  que 
al  decretarse  la  desamortización  de  bienes  de.  las  corporaciones  civiles  y  religio- 
sas se  exceptuaron  de  la  enajenación,  los  edificios  destinados  al  servicio  u  objeto 
del  instituto  de  aquellos,  y  los  edificios  ejidos  y  terrenos  destinados  exclu- 
sivamente al  servicio  público  de  las  poblaciones  a  que  pertenecían.  A  esta 
ley  se  siguieron  otras  y  otras  que,  como  repetidos  golpes  de  ariete,  destru- 
yeron los  privilegios  del  Clero  y  las  riquezas  acumuladas  por  los  siglos,  sin 
que,  como  lo  anuncia  el  Ministro  de  Justicia  en  la  circular  remitida  a  los 
Gobernadores  y  jefes  militares  del  partido  liberal,  hubieran  las  adjudica- 
ciones y  los  consiguientes  impuestos  sobre  translaciones  de  dominio,  propor- 
cionado amplios  recursos  al  Gobierno  para  cubrir  las  preferentes  atencio- 
nes de  la  administración  pública  y  "permitidole  abolir  de  una  vez  para  siem- 
pre todas  esas  gabelas  que  como  una  funesta  herencia  de  la  época  colonial 
se  conservan  hasta  el  día  entre  nosotros,  entorpeciendo  el  comercio  con 
notable  perjuicio  de  la  agricultura,  de  las  artes,  de  la  industria  y  de  toda 
La  Nación."  Le  desamortización  fué  políticamente  la  mayor  y  definitiva  vic- 
toria del  Partido  Liberal;  pero  económicamente  un  desastre,  porque  los  cuan- 
tiosos bienes  de  niíiiios  tunerías  frieron  realizados  a  vil  precio,  y  adquiri- 
dos, sobre  iodos  los  predios  urbanos,  por  extranjeros,  y  por  unos  cuantos 
mexicanos  que  no  se  asustaron  por  de  pronto  con  las  excomuniones,  aunque 
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después  ocurrieran,  para  tranquilizar  sus  conciencias  al  recurso  de  las  "  com- 
ponendas". La  concentración  de  la  propiedad  rural  se  hizo  entonces  más 
sensible,  formándose  propiedades  que,  como  las  haciendas  volantes  de  los 
Acho,  en  el  Estado  de  Puebla,  se  extendían,  desde  San  Antonio  del  Puente 
a  unos  diez  kilómetros  de  su  capital,  hasta  las  playas  del  Pacífico  en  una 
extensión  de  ciento  veinte  leguas  de  longitud  que  comprendía  los  más  fera- 
ces terrenos  de  las  Tres  Mixtecas.  .     . , 

16.  Un  año  después  de  aquella  famosa  ley,  la  Constitución  derivada  a  oni857.01on 
del  plan  de  Ayutla  prohibió  a  las  Corporaciones  civiles  y  eclesiásticas,  la 
adquisición  o  administración  de  bienes  raíces  quedando  así  derogado  el  ar- 
tículo 8o.  que  había  exceptuado  de  la  desamortización  a  los  ejidos  de  los 
pueblos,  y  hubo  de  pensarse  en  la  manera  de  dar  cumplimiento  al  precepto 
■  constitucional.  A  ese  efecto  se  dictaron  diversas  disposiciones  para  que  me- 
didas las  1200  varas  del  fundo  legal,  y  las  1755  hectáreas  de  los  ejidos,  y 
separada  la  fracción  destinada  a  panteones  y  demás  usos  públicos,  se  frac- 
cionará el  resto  y  se  repartiese  entre  los  padres  y  jefes  de  familia. 

En  la"  "Colección  de  leyes  sobre  tierras  y  disposiciones  sobre  ejidos",  mSdaTreplrtirTol 
publicada  por  la  Secretaría   ele  Fomento   en  1912,  podrán  verse  las  que  de  ejidos, 

conformidad  con  las  leyes  sobre  enajenación  de  baldíos,  y  medidas  de  tie- 
rras y  aguas  de  20  de  julio  de  1863,  y  2  de  agesto  del  mismo  año,  se  han 
sucedido  de  1867  a  1912,  siendo  muy  notables,  el  acuerdo  de  13 
de  octubre  de  1869  que  confirmó  como  medida  del  fundo  legal  la  extensión 
de  600  varas  mexicanas  por  cada  lado  y  rumbo,  y  señaló  la  zona  federal  de 
20  metros  a  las  poblaciones  que  se  hallasen  a  la  orilla  del  mar ;  la  respuesta 
al  Gobernador  del  Estado  de  Yucatán  de  10  de  diciembre  de  1870,  y  en  la  que 
se  le  dice:  "que  negando  el  artículo  27  de  la  Constitución  la  facultad  legal 
a  toda  corporación  civil  para  adquirir  y  administrar  bienes  raíces,  los  pue- 
blos de  este  Estado  no  pueden  poseer  ni  explotar  en  común,  las  4  leguas 
cuadradas  que  para  ejidos  señala  la  ley  de  que  se  ha  hecho  mención;  la  reís- 
puesta  del  Ministerio  de  Fomento  al  Prefecto  del  Distrito  de  Alamos  que 
dispone,  entre  otras  cosas,  se  señale  a  los  pueblos  de  Navajoa  y  Tesia,  y  a 
los  demás  pueblos  de  los  ríos  Yaqui  y  Mayo,  para  su  fundo  legal,  un  cuadra- 
do de  1105  metros  por  laclo  por  no  estar  derogadas  las  leyes  antiguas;  el  dÍsposs0i"r0enerepLCrtti- 
acuerdo  de  7  de  enero  de  1882,  para  que  al  pueblo  de  Batacora  se  diera  un  miento  de  ejidos 
fundo  de  1200  varas,  y  el  resto  se  distribuyera  en  lotes  de  extensión  total  no  trabón  dei\enerai 
mayor  de  cuatro  leguas  cuadradas ;  el  de  17  ele  noviembre  de  1885  que  man-  Díaz- 

da  se  diga  al  Gobernador  del  Estado  de  Sonora,  que  las  disposiciones  anti- 
guas, y  las  dictadas  el  7  de  enero  de  1882,  proveen  al  objeto  de  asignar  te- 
rrenos a  los  indios  Yaquis  y  a  los  demás  pueblos,  y  que  los  presentados 
puedan  ser  enviados  al  pueblo  a  que  pertenecen,  para  que  participen  del 
fraccionamiento  de  los  respectivos  ejidos;  las  circulares  del  30  de  agosto 
de  1888  y  28  de  octubre  de  1889  que  disponen  el  fraccionamiento  de  los 
ejidos  "para  que  los  habitantes  pobres  de  las-  poblaciones  adquieran  gra- 
tuitamente una  propiedad  raíz  con  que  puedan  subvenir  a  su  subsistencia 
y  procurarse  un  próspero  porvenir",  y  para  no  hacer  más  cansada  la  enu- 
meración de  estas  disposiciones,  terminaremos  citando  la  circular  de  28  de 
octubre  de  1889  que  previene  nuevamente  el  reparto  de  los  ejidos,  y  el  no- 
table informe  que  el  Jefe  de  la  Sección  Primera  de  la  Secretaría  de  Fomen- 
to, produjo  el  8  de  agosto  de  1883,  y  en  el  cual  recuerda  las  antiguas  leyes 
sobre  erección  de  nuevas  poblaciones  a  partir  de  la  legislación  Alfonsina,  y 
expone  como  doctrina  interpretativa  del  artículo  27  Constitucional,  que  los 
Estados  no  pueden  decretar  la  expropiación  de  tierras  por  causa  de  utilidad 
pública,  ni  disponer  de  los  baldíos,  pues  sólo  al  Poder  legislativo  de  la  Unión 
corresponde  asignar  los  que  se  necesiten  para  la  fundación  de  un  nuevo 
pueblo. 

17.  En  5  de  julio  de  1894,  se  expidió  la  "Ley  sobre  ocupación  y  enaje-  agraria  u,  Ley^de 
nación  de  terrenos  baldíos",  y  el  lo.  de  octubre  del  mismo  año  se  dictó  su  re-  s  de  junio  de  1894. 
glamento.  El  28  de  noviembre  se  inició  la  que  con  propiedad  debe  considerar- 
se como  la  legislación  moderna  mexicana  en  materia  agraria,  puesto  que  en  la 
ley  y  su  reglamento  de  6  de  septiembre  de  1897  se  autoriza  al  ejecutivo  de 
la  Unión,  para  que  ceda,  gratuitamente  a  los  labradores  pobres  los  terrenos 
baldíos  o  nacionales  que  estén  poseyendo,  y  pueda  también  cedexdos  a  las 


nuevas  poblaciones  que  se  erijan,  siendo  de  notar  el  artículo  2o.  del  regla- 
mento, que  declara  no  ser  objeto  de  la  ley,  "los  terrenos  poseídos  por  los 
pueblos  comunidades  a  título  de  ejidos,  o  de  común  repartimiento,  los  cuales 
seguirán  fraccionándose  y  adjudicándose  con  arreglo  a  las  leyes  federales 
vigentes  en  la  materia. 

18.  El  general  Díaz  que  no  podía  sustraerse  al  movimiento  económi- 
co que  nos  lia  de  llevar,  tarde  o  temprano,  y  de  manera  fatal  a  la 
socialización  de  la  tierra,  publicó  el  decreto  de  18  cíe  diciembre  de  1909,  que 
con  su  reglamento  de  22  de  julio  de  1910,  es  un  verdadero  resumen  de  toda  la 
legislación  anterior,  tanto  en  materia  de  terrenos  nacionales  o  baldíos,  co- 
mo de  ejidos,  quedando  destinados  preferentemente  los  primeros  a  la  coloni- 
zación, y  debiendo  fraccionarse  los  segundos  (Art.  9),  con  la  obligación  im- 
puesta a  los  usufructuarios  de  cultivar  o  aprovechar  el  lote  durante  diez 
años,  sin  facultad  para  arrendarlo,  enajenarlo  o  conceder  su  aprovechamien- 
to sino  después  del  plazo  indicado,  y  dentro  del  cual  no  sería  embargable, 
por  parte  de  terceros,  ni  el  propio  terreno  ni  los  derechos  sobre  el  conferi- 
dos. El  mencionado  reglamento  creó  la  Dirección  Agraria  y  organizó  las  la- 
bores de  las  secciones  técnicas  que  deberían  formar  los  expedientes  descrip- 
tivos de  los  terrenos  para  su  arrendamiento,  y  las  composiciones  por  baldíos 
y  demasías  de  los  que  estuvieran  ya  poseídos. 
Disposiciones  dicta-  19    „  j¡]1  ag0  c]e  1911   ei  señor  Madero,  que  había  inscrito  en  el  plan  de  San 

das     por     el     señor     T.n  ,".,,'  _  .         '  nl  ti  •  , 

Madero.  Luis  el  postulado  de  la  pequeña  propiedad,  como  un  medio  de  acrecentar  con 

el  cultivo  intensivo  la  riqueza  agrícola,  y  que  parodiando  a  Enrique  IV,  dijo 
en  repetidas  ocasiones,  que  "sería  feliz  si  pudiera  ver  algún  día  sentados 
a  una  mesa  con  manteles  a  los  miserables  siervos  de  la  tierra",  tuvo  como 
primer  empeño  favorecer  el  riego  y  fraccionamiento  de  terrenos  y  preparar 
la  organización  del  crédito'  agrícola  de  la  república,  y  con  tal  fin  inició  el  de- 
creto de  18  de  diciembre  de  1911  que,  aprobado  por  el  Congreso  de  la  Unión, 
le  dio  facultades  para  contratar  empréstitos  con  la  Caja  de  Préstamos,  a  fin 
de  adquirir  terrenos,  ejecutar  obras  de  riego,  desecación  y  drenaje,  y  dar  en 
renta  los  terrenos  fraccionados  a  los  mexicanos  que  se  repatriaran  y  a  los  la- 
bradores emigrantes,  a  precio  moderado  y  en  fáciles  condiciones  ele  pago.  En 
dicho  decreto  se  facultó  también  a  la  Caja  para  que  prestase  al  Gobierno  con 
garantía  hipotecaria  a  fin  de  que  pudiera  aquél  adquirir  grandes  propieda- 
des y  fraccionarlas  en  los  lotes  destinados  a  pequeños  propietarios,  debiéndose 
considerar  como,  pequeña  propiedad  la  que  no  excediera  de  300  hectáreas. 
dfsposu^iones^anfi8  -^as   instrucciones   de    8   de    enero    de    1912,   reproduciendo    lo    dispuesto 

guas  sobre  ejidos,  por  las  antiguas  leyes,  fijaron  las  bases  para  el  señalamiento  del  ejido,  se- 
parado del  fundo  legal,  y  de  los  terrenos  destinados  a  usos  públicos,  debién- 
dose fraccionar  y  repartir  el  sobrante  entre  los  jefes  y  cabezas  de  familia 
anotados  en  la  lista,  y  las  circulares  de  7  de  febrero  de  1912  y  el  decreto  de 
24  de  los  mismos  mes  y  año,  dieron  disposiciones  para  el  deslinde  de  los  pre- 
dios que  hubieren  invadido  los  terrenos  de  los  ejidos,  y  fijaron  a  Jos  nacio- 
nales ya  deslindados  el  precio  de  enajenación,  debiendo  mencionarse  de  ma- 
nera especial  el  artículo  15  del  diedo  decreto  que  previene  se  den  a  los  in- 
dígenas de  los  pueblos  que  carezcan  de  ejidos  los  lotes  que  necesiten  para 
su  subsistencia  y  la  de  su  familia,  y  el  cual  está  reproducido  substancial- 
mente  por  el  artículo  3o.  del  decreto  del  6  de  enero  de  1915. 
def^eño^carranz'a*  20.     Esta  última  disposición  dictada  por  el  señor  Carranza,  cuando  por 

Decreto  de  f¡_de  las  excepcionales  condiciones  de  su  Gobierno,  reducido  entonces  a  casi  el 
solo  Estado  de  Yeracruz,  no  podía  serenamente  estudiar  y  resolver  ún_  pro- 
blema secular,  ni  contaba  con  un  personal  técnico,  ni  bien  documentado,  que 
riiesc  acertada  forma  a  la  generosa  idea  de  mejorar  la  raza  indígena  vol- 
viéndolo a  la  posesión  de  la  tierra  arrebatada  por  la  Conquista,  fué  de  mó- 
viles más  políticos  que  económicos,  y  así  se  desprende  de  los  considerandos 
que  anteceden  al  decreto  y  en  los  que  se  asientan  graves  errores  relativos 
a  la  verdadera  causa  del  empobrecimiento  y  degradación  del  jornalero  del 
campo,  la  que,  a  mi  juicio,  más  que  en  la  carencia  de  la  tierra  ha  estado 
siempre  en  la  cruel  exigüedad  de  su  salario. 

21.     Cierto  que  los  pueblos  indígenas  lian  perdido  casi  por  completo  las 
to  de  ios  pueblos  tierras,  aguas  y  moni  es  que  el  Gobierno  Colonial  les  había  concedido;  cier- 
to    igualmente,   que    muchas    propiedades   de   particulares,    descendientes   al- 
gunos de  ellos  de  las   familias   formadas   por   los  conquistadores  o  de  las  ve- 
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nidas  de  España,  se  ampliaron  por  medio  de  dolosas  posesiones,  con  perjui- 
cio de  los  pueblos  vecinos:  ¿mas  cómo  desconocer  que  sus  habitantes,  los 
unos  por  los  vicios  ancestrales  del  juego  y  de  la  embriaguez,  los  otros  por  la 
inversión  ruinosa  e  improductiva  en  construcciones  de  templos  y  en  fiestas 
religiosas,  y  los  más  por  la  incurable  indolencia  de  la  raza,  se  fueron  des- 
prendiendo voluntariamente  de  los  repartimientos  y  adjudicaciones  que  se 
les  había  hecho  en  cumplimiento  de  las  leyes  que  desamortizaron  la  propie- 
dad comunal?  ¿Y  cómo  negar,  tampoco,  que  las  continuadas  revueltas  con  sus 
exacciones,  y  los  impuestos  imposibles  de  pagar  cuando  de  cinco  años  sólo 
en  dos  se  alzan  cosechas,  y  la  usura  enseñoreada  de  un  país  que  no  conoce 
el  crédito  agrícola,  motivaron  en  unas  veces,  el  abandono  de  las  tierras,  en 
otras  el  remate  administrativo,  y  más  frecuentemente  la  pérdida  de  la  pro- 
piedad por  las  simuladas  enajenaciones  con  pacto  de  retroventa? 

22.  No  ha  sido,  pues,  la   causa   del  malestar  y  del   descontento   de   los   g^¿io^f  **£* 
pueblos  agrícolas  el  despojo,  de  lo  que  son  buena  prueba  las  constantes  de-   en    el    período    de 
claraciones   de   improcedencia   en  las  solicitudes   de   restitución.   Remontémo- 
nos a  la  época  en  que  el  derecho  de  la  guerra  hizo  de  los  señores  los  des- 
preciados siervos  a   quienes  la   caridad  de  los  monarcas  daba   de  la   grande 

y  pingüe  propiedad  del  país,  1,101  hectáreas  para  levantar  chozas  de  adobe : 
recordemos  a  los  encomenderos  que  burlando  las  piadosas  e  inaplicables  le- 
yes de  la-  Recopilación  de  Indias,  se  apoderaban  de  los  repartimientos  de 
los  indios  a  los  que  sometían  a  rudísimos  trabajos;  volvamos  con  la  memo- 
ria, a  la  época  en  que,  según  el  autor  de  la  Historia  del  Virreynato,  la  esca- 
sez de  jornaleros  hacía  de  poco  valor  la  tierra,  y  la  baratura  de  los  pre- 
cios, y  el  poco  escrúpulo  en  los  despojos,  dieron  origen  a  esa  desproporcio- 
nada repartición  agraria  de  la  que  resultaron  haciendas  de  trescientas,  qui- 
nientas y  seiscientas  leguas  cuadradas,  en  manos  de  un  solo  propietario,  y 
adquiridas  a  10  pesos  el  sitio  de  ganado  mayor,  como  los  ciento  noventa 
y  tres  adjudicados  a  don  José  Beltrán  de  Barnuevo  (W.  L.  Orozco.  ''Terre- 
nos baldíos".)  Y  por  lo  que  respecta  al  desprecio  con  que  fué  tratado  el 
indígena,  y  a  las  explotaciones,  violencias  e  inquidades  de  que  ha  sido  víc- 
tima melancólica  y  resignada  en  todos  los  tiempos,  ¿no  hemos  todavía  al- 
canzado a  conocer  hacendados  que  tenían  a  sus  peones  amontonados  en  cho- 
zas de  barro  y  ramas;  que  los  encerraban,  después  de  golpearlos,  en  las  "tla- 
pixqueras",  les  pagaban  jornales  de  25  centavos  con  diez  en  cobres  y  el 
resto  en  pulque  y  comestibles  averiados,  y  de  año  en  año,  en  las  épocas  de 
la  llamada  "presta",  los  aferraban  a  la  tierra  por  unos  cuantos  pesos  y  unos 
•metros  de  tela,  formándose  así  la  maldecida  cuenta  de  peones? 

23.  Pues  si  así  se  ha  tratado  siempre  al  que  hace  productiva  la  tierra 
que  nos  alimenta,  sin  ennoblecerlo  con  la  educación,  ni  dignificarlo  por  la 
justicia :  en  la  paz  la  bestia,  y  en  la  guerra  el  instrumento  inconsciente  de 
toda  ambición,  en  este  triste  estado  del  hoy  continuador  de  la  esclavitud  del 
indio  hallaremos  la  verdadera  causa  de  un  malestar  social  que  no  han  re- 
mediado por  cierto,  ni  la  llamada  por  antonomasia  la  "Ley  agraria  de  Ve- 
racruz",  ni  la  expedida  para  la  siembra  de  las  llamadas  Tierras  Ociosas, 
el  25  de  julio  de  1920,  ni  la  ley  de  "ejidos"  de  22  de  diciembre  del  mismo 
año  (derogada  el  10  de  abril  del  que  cursa)  y  el  reglamento  que  el  10  de  abril 
expidió  el  ejecutivo  de  la  Repúbica  para  hacer  efectiva  a  restitución  y  dota- 
ción de  ejidos,  porque  todas  esas  disposiciones,  así  como  el  artículo  27  de  la 
Constitución  en  la  parte  que  se  refiere  a  dotaciones,  fraccionamientos  y  adju- 
dicaciones de  tierras,  aguas  y  bosques,  rompen  con  sus  antecedentes  legislati- 
vos, son  contrarios  al  espíritu  de  nuestro  derecho  público,  y  lejos  de  haber 
realizado  un  fin  social  y  económico,  han  perturbado  la  vida  agrícola  del  País, 
que  sólo  será  intensa  y  fecunda,  si  dentro  de  las  nuevas  orientaciones  de  la  pro- 
piedad se  armonizan  los  intereses  del  individuo  con  los  de  la  colectividad. 

24.  Hacer,  punto  por  punto,  la  crítica  del  decreto  de  16  de  enero  de 
1915,  y  del  artículo  27  de  la  Constitución,  duplicaría  la  extensión  de  este 
ya  largo  trabajo;  pero  sí  no  puedo  excusarme  de  decir  algunas  palabras 
acerca  de  la  cuestión  capital  en  materia  de  propiedad :  el  goce  en  común  o 
el  individual  de  la  tierra. 

25.  De   los   antecedentes  históricos   y  legislativos   de   la   propiedad   me-   síntesis  .de  la   or 

j  t       -,  r¡  •  '         -i  P     ,  ,,,.'..,.  ,     ganizacion    agraria. 

xicana,  se  desprende  la  aíirmacion  de  que  fue  aquella,  siguiendo  su  natural  Régimen  individual, 
proceso   sociológico,   de   régimen   comunal,  primero,   más   sometida   al   capri- 

11 


Deben  suprimirse 
las  dotaciones  de 
ejidos,  y  preceder- 
se a  expropiar  y 
repartir  los  latifun- 
dios. 


Concepto  actual  de 
la  propiedad.  Indi- 
vidualismo. Colecti- 
vismo.     Socialismo. 


Intervención  del 
poder  público  para 
armonizar   loa    inte- 

opuestos. 


choso  arbitro  del  Emperador  que  distribuía  las  tierras  entre  los  privilegia- 
dos ;  después,  durante  el  virreynato,  se  hace  de  régimen  individual,  siendo- 
comunes  solamente  el  fundo  legal  y  los  ejidos  de  los  pueblos,  y  dentro  de  la 
centuria  de  Independencia  se  extrema  el  individualismo,-pues  que  en  cum- 
plimiento del  precepto  contenido  en  el  artículo  27  de  la  Constitución  de 
1857  se  dictan,  como  ya  hemos  dicho,  numerosas  disposiciones  que  tienden 
a  hacer  efectivo  el  fraccionamiento  de  los  ejidos,  que  habían  quedado  por  la 
ley  de  26  de  junio  de  1856,  exceptuados  de  la  desamortización.  Las  dispo- 
siciones agrarias  expedidas  después  de  1915,  son  una  regresión  al  sistema  es- 
tablecido por  las  leyes  españolas,  por  más  que  se  diga  en  el  artículo  11  del . 
decreto  de  6  de  enero,  que  una  ley  reglamentaria  determinaría  "la  manera 
y  ocasión  de  dividir  entre  los  vecinos  los  terrenos  que  se  devuelvan  o  adju- 
diquen en  los  pueblos,  y  en  la  fracción  VI  del  artículo  27  constitucional,  vuel- 
va a  decirse  que  las  tierras,  bosques  y  aguas  se  disfrutarán  en  común  mien- 
tras la  ley  determina  la  manera  de  hacer  el  repartimiento  únicamente  de 
las  tierras :  Y  ahora  bien ;  si  por  las  dichas  disposiciones  se  ha  estimado  que 
el  régimen  comunal  de  las  tierras  es  transitorio  y  deberán  después  fraccio- 
narse adjudicándolas  en  parcelas  ¿para  qué  haber  dictado  el  decreto  de  6 
de  enero  de  1915,  causa  de  tanto  disturbio  y  de -tanta  ruina,  habiéndose  po- 
dido proceder  desde  luego  a  la  expropiación  y  fraccionamiento  de  la  pro- 
piedad privada  de  los  latifundios?  Las  consideraciones  que  procedieron  al  fa- 
moso decreto,  y  tratan  de  poner  de  relieve  la  triste  situación  de  las  poblacio- 
nes agrícolas,  motivan  la  necesidad  de  que  se  les  devuelvan  los  terrenos  de 
que  han  sido  despojados,  o  se  les  dote  de  los  que  fueren  necesarios  para  su  sub- 
sistencia, y  si  para  ello  se  invocan  razones  de  justicia  social,  no  se  explica  -có- 
mo han  de  quedar  mejorados  los  pueblos  si  la  propiedad  en  común  que  hoy  se 
les  da,  se  habrá  de  transformar  después  por  el  fraccionamiento  que  la  ley 
anuncia  en  propiedad  individual. 

26.  La  comunidad  de  la  tierra  que  se  motiva  en  sus  orígenes  por  las 
antiguas  formas  de  producción,  se  transformó  por  el  paso  de  la  vida  nóma- 
da a  la  vida  agrícola;  la  comunidad  de  la  familia  se  sustituyó  a  la  comuni- 
dad de  la  aldea,  como  aquélla  se  disuelve  por  la  separación  de  sus  miembros, 
pasando  de  la  propiedad  familiar  a  la  individual  que,  después  de  la  Revo- 
lución Francesa  se  identifica  con  la  posesión  de  los  productos  del  propio 
trabajo.  La  moderna  evolución  económica,  de  igual  manera  que  ha  puesto 
el  industrialismo  frente  a  frente  al  capitalista,  de  espíritu  estrecho  y  egoís- 
ta, con  el  obrero  que  busca  en  el  esfuerzo  colectivo  una  más  equitativa 
distribución  de  la  riqueza,  contrapone  en  la  propiedad  de  la  tierra  al  dueño 
con  el  campesino,  siendo  en  la  actualidad  el  problema  hallar  una  fórmula 
que  armonice  y  concilie  mejor  los  dos  regímenes  de  la  propiedad  indivi- 
dual y  de  la  colectiva,  pues  que  si  el  individualismo  excesivo  permite  al  pro- 
pietario, por  un  derecho  sin  límites,  dejar  sus  bienes  improductivos,  sus  tie- 
rras baldías  y  sus  casas  inhabitadas,  el  colectivismo  quiere  que  la  propie- 
dad se  transforme  en  beneficio  de  las  clases  desheredadas,  y  el  socialismo,  que 
es  la  expresión  íntima  de  esta  tendencia  combate  por  el  predominio  de  la 
propiedad  colectiva  por  la  disminución,  y  finalmente,  por  la  supresión  com- 
pleta de  la  propiedad  privada.  Esta  extrema  finalidad  que  no  ha  podido  rea- 
lizarse ni  aún  en  la  Rusia  misma,  ha  provocado  én  las  legislaciones  moder- 
nas un  movimiento  de  limitación  a  la  propiedad  de  concepto  absoluto  en  el  de- 
recho clásico,  siendo  de  ella  ejemplos  la  expropiación  por  causa  de  utilidad 
pública,  las  servidumbres  legales  y  los  consorcios  obligatorios  para  las  obras 
que  beneficien  a  la  comunidad. 

27.  La  evolución,  tanto  jurídica,  como  económica,  con  respecto  a  la 
propiedad  rural,  no  puede  traspasar  los  límites  del  interés  privado  para  al- 
canzar el  extremo  de  la  socialización  de  la  tierra.  La  propiedad  es  una  con- 
cepción  eterna  que  no  desaparecerá  jamás  de  manera  completa  de  la  vida 
social  porque  es  la  historia  de  la  personalidad  humana:  mas  para  que  se  logre 
el  noble  propósito  de  mejorar  la  condición  de  las  clases  desheredadas,  le- 
vantando con  el  nivel  económico  su  nivel  moral,  basta  con  una  adaptación 
conveniente  a  los  intereses  de  la  gran  masa  del  pueblo  y  en  la  que  se  armo- 
nicen los  elementos  que  en  apariencia  antagónicos,  el  individuo  y.  el  Estado, 
la  libertad  y  La  solidaridad,  el  individualismo  y  el  socialismo,  son  por  el  con- 
1  ra pío  complementarios  el  uno  fiel  otro,  con  sus  privilegios  propios  y  sus  nece- 
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sarias  limitaciones  (Cosentini).  Es  por  esto  que  si  la  propiedad  en  comjún 
es  contraria  al  desenvolvimiento  de  la  humanidad,  y  más  la  agraria  que  só- 
lo es  fecunda  por  el  trabajo  libre  del  hombre,  no  puede  aceptarse  la  institu- 
ción comunal  de  los  ejidos  como  el  medio  adecuado  de  mejorar  las  condicio- 
nes económicas  de  los  pueblos  de  indígenes,  como  sí  es  de  aceptarse,  y  de 
sostenerse,  el  derecho  que  tiene  la  Nación  de  expropiar  a  los  particulares 
para  fraccionar  los  latifundios  y  constituir  la  pequeña  propiedad.  Un  país 
como  el  nuestro,  en  que  por  las  razones  expuestas  se  ha  concentrado  la  pro- 
piedad rústica  en  manos  de  personas  que  no  han  sabido  o  querido  explotarla 
demanda  la  intervención  del  poder  piiblico  para  que  la  propiedad  sea  del 
que  la  trabaja.  A  este  fin  el  Estado  debe  hacerse  dueño  de  las  tierras  que 
fueren  necesarias  legitimando  la  expropiación  por  el  interés  colectivo  y  jus- 
tificándola con  la  indemnización  competente. 

28.  Yo   entiendo    que   ningún   mexicano    que   deveras   ame   a   su   Patria   Modificación  del  ré- 

'       i        •  i         l        ■  >  i  ■    ±.  i  i    T_  i    i  ¿'       i        g!men    de     la     agn- 

repugnaria  la  implantación  de  un  sistema  que  con  las  palabras  del  articulo  cultura. 

27  constitucional,  "regulara  el  aprovechamiento  de  los  elementos  naturales 
susceptibles  de  apropiación,  para  distribuir  equitativamente  la  riqueza,  y 
cuidar  de  su  conservación,"  y  de  igual  manera  entiendo  que  todos  los  me- 
xicanos inteligentes,  de  escuela  liberal,  o  conservadores  de  origen  o  por  edu- 
cación, están  conformes  en  que  es  indispensable  modificar  el  régimen  casi 
feudal  de  la  agricultura,  manumitir  al  peón,  fraccionar  e  irrigar  las  tie- 
rras y  crear  esa  clase  de  paisanos  propietarios  que,  como  en  Francia,  conser- 
ven su  riqueza  y  sostengan  sus  instituciones ;  pero  si  reconocen  que  la  refor- 
ma se  impone,  y  que  es  urgente-  expropiar  a  los  grandes  propietarios  incapa- 
ces de  alimentar  al  País  de  cuyas  buenas  tierras  se  han  apoderado,  repugnan 
los  procedimientos  que  han  agravado  los  males  causados  por  una  legisla- 
ción que  ha  desorganizado  el  antiguo  régimen  de  la  propiedad  sin  acertar 
en  la  implantación  del  que  reclaman  las  nuevas  condiciones.de  vida  de  Un 
país  que,  trastornado  por  el  derrumbe  de  su  pasado,  se  halla  frente  a  pro- 
blemas que  en  lo  político,  lo  social,  y  lo  económico  comprometen  su-  futuro. 

29.  Con  la  insinuación  de  algunos  de  los  medios  que  legislaciones  re-  ^¡^  de6  las  leyes 
cientes,   como  la  de   Nueva  Zelanda,  han   puesto   en  práctica  para  resolver  agrarias. 

el  problema  de  los  latifundios,  o  que  aconsejan  las  jmevas  doctrinas,  debe- 
ría poner  término  a  un  trabajo  que  después  de  conocidos  los  meritísimos  de 
otros  congresistas,  carecerá  sin  duda  de  una  atrayente  novedad;  pero  sí  en 
lo  que  habré  de  decir  al  fin  sólo  repetiré  lo  conocido,  en  lo  que  se  refiere  a 
la  aplicación  de  estas  leyes  agrarias  algo  puedo  manifestar  que  patentiza  la 
necesidad  de  que  algunas  disposiciones  se  deroguen  y  otras  se  apliquen  con 
interpretaciones  inspiradas  por  la  equidad. 

29.  Queda  ya  dicho  en  párrafos  anteriores,  que  sólo  por  excepción  han   ^°tnd^n¿8e  ^fdol? 
podido  acreditar  los  pueblos  el  desposeimiento,  por  la  violencia  o  el  fraude 

de  los  terrenos  que  se  les  había  concedido  por  las  Reales  Mercedes  y  que  des- 
pués de  1856,  fueron  fraccionados  y  adjudicados  individualmente  a  sus  ha- 
bitantes, y  es  por  esto  que  no  prosperan  en  general  las  solicitudes  de  res- 
titución, tramitándose  los  expedientes  de  acuerdo  con  el  art.  6o.  del  de- 
creto de  6  de  enero  de  1915,  para  determinar  la  procedencia  y  la  importan- 
cia de  las  dotaciones.  Estas,  conforme  a  lo  dispuesto  por  el  artículo  3o.,  de- 
ben llenar  cómo  condiciones  esenciales,  que  sean  suficientes  para  reconstruir 
los  ejidos^  conforme  a  las  necesidades  cíe  la  población,  y  que  se  expropien  los 
terrenos  indispensables  de  los  que  se  encuentren  inmediatamente  colindan- 
do con  los  pueblos  interesados.  Este  último  requisito  lo  enuncia  el  artículo 
27  de  la  Constitución,  suprimiendo  de  la  oración  adverbial  el  adjetivo  "co- 
lindante", de  lo  que  resulta  que  las  Comisionas  Agrarias  y  los  tribu- 
nales federales  hayan  interpretado  el  precepto  en  el  sentido  de  que  son  fin- 
cas inmediatas  las  "vecinas"  a  las  poblaciones  dotadas,  falseando  así  el  espí- 
ritu de  da  ley,  porque  la  reconstrucción  de  los  ejidos  supone  el  trazo  de  un 
cuadrilátero,  o  de  la  figura  geomética  más  regular,  que  inscriba  dentro  de 
su  perímetro  al  fundo  legal. 

30.  Si  se  examinan  las  resoluciones   agrarias   que  han  provocado  uni-  La  falta   de  equi- 
versal  clamor  por  la  falta  de  equidad  que  las  hace  odiosas,  se  verá  con  qué 
frecuencia  carecen  las  dotaciones  de  los  tres  requisitos  apuntados,  pues  que 
aquellas  muy  frecuentemente   se   forman   con  terrenos   de   cualquiera   de  los 
predios  vecinos,  estén,  o  no,  inmediatos  al  pueblo;  se  expropian  sin  que  al 


nes.     Referencia 
algunos    casos. 


13 


La  suspensión  del 
acto  reelarriado.  Los 
terrenos  en  cultivo. 
Las  magueyeras  3' 
los    bosques. 


Las  posesiones  pro- 
visionales. 


menos  se  fijen  las  bases  de  la  indemnización,  y  un  censo  incompleto  e  im- 
perfecto, sino  falso,  pues  a  menudo  se  suponen  jefes  de  familia  que  no 
existen  en  el  poblado,  que  son  vecinos  de  otro,  o  que  no  son  agricultores,  de- 
termina el  señalamiento  de  las  hectáreas  que  corresponden  a  cada  habitan- 
te en  el  total  de  la  dotación.  Sé  de  algunos  casos  en  que  se  han  concedido 
dotaciones  que  los  mismos  gobernadores  de  los  Estados  han  estimado,  no 
sólo  como  excesivas  sino  aún  como  perjudiciales  para  el  propio  pueblo  be- 
neficiado ;  de  otros  en  que  resultando  del  censo  comprobada  una  población 
agrícola  de  88  jefes  de  familia  agricultores,  se  ha  reformado  la  resolución 
que  consultaba  la  extensión  de  un  sitio  de  ganado  mayor,  en  el  sentido  de 
que  la  dotación  había  de  ser  de  10,000  hectáreas ;  de  otros,  también,  que  se 
relacionan  con  la  ubicación  de  los  ejidos  formados  con  terrenos  de  predios 
que  están  separados  por  otros  fundos  del  pueblo  dotado,  y  de  alguna  en  que 
se  han  localizado  los  ejidos  en  terrenos  a  los  lados  de  una  vía  férrea  y  que- 
dando, por  lo  mismo,  aisladas  y  sin  comunicación  directa  las  partes  res- 
tantes de  la  finca.  Por  lo  que  se  relaciona  con  la  pequeña  propiedad  ha  sido 
necesaria  la  protección  de  la  justicia  federal  para  que  no  se  fraccionara  una 
finca  perteneciente  a  nueve  huérfanos  a  los  que  sólo  correspondía  en  la  di- 
visión una  superficie  de  45  hectáreas. 

31.  Mas  hay  algo  quizá  más  grave  que  todo  lo  dicho,  y  es  que,  se  nie- 
ga de  una  manera  sistemática  la  suspensión  del  acto  reclamado  en  los  am- 
paros pedidos  por  contraria  o  inexacta  aplicación  del  decreto  de  6  de  ene- 
ro de  1915,  elevado  al  rango  de  ley  constitucional,  y  si  bien  es  cierto  que  dos 
circulares  de  la  Comisión  Nacional  Agraria,  la  de  31  de  octubre  de  1917  y  16 
de  julio  de  192],  dispusieron  que  en  los  casos  de  posesión  de  terrenos  ya  sem- 
brados con' cultivos  anuales,  conservara  el,  propietario  la  simple  tenencia  pa- 
ra levantar  las  cosechas  pendientes,  y  que  lá  Corte  con  estas  reservas  con- 
firma los  autos  denegatorios  ■  que  en  el  reglamento  ele  10  de  abril  de  este 
año  se  previene  en  el  artículo  19,  que  en  todo  caso  de  posesiones  provisionales 
o  definitivas  se  dé  a  los  propietarios  de  las  fincas  afectadas  un  término  pru- 
dente para  que  recolecten  los  frutos,  y  el  de  un  año  para  que  dejen  libres 
los  terrenos  de  las  magueyeras  destinadas  a  la  elaboración  de  bebidas  em- 
briagantes, y  plazo  igual  en  el  artículo  2o.  para  levantar  los  cultivos  cíclicos 
si  no  se  hubieran  arreglado  para  su  explotación  con  el  pueblo  beneficiado  y, 
por  último,  que  tratándose  de  bosques  sólo  tengan  los  vecinos  (Art.  21)  el 
derecho  a  la  leña  muerta,  mientras  se  confirma  da  posesión  provisional,  no 
por  eso  dejarán  de  verificarse  los  perjuicios  consiguientes  a  la  no  suspensión 
del  acto  reclamado,  pudiendo  acontecer  que  las  sentencias  de  amparo,  por 
favorables  que  sean,  no  alcancen  a  restituir  las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes de  la  violación.  El  Ministerio  Público,  los  Jueces  de  Distrito,  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  invocan  la  condición  de  precepto  público  que  tienen  las  le- 
yes agrarias  para  negar  la  suspensión  con  fundamento  en  los  artículos  27 
y  11  transitorios  de  la  Constitución;  pero  ¿por  qué  no  mantener  el  estado 
jurídico  que  debe  resolver  el  amparo,  si  desde  luego  se  demuestra  por  la  vio- 
lación de  la  garantía,  *el  perjuicio  actual  y  cierto  del  propietario  en  oposi- 
ción el  beneficio  futuro  y  contingente  de  una  dotación  impugnada  ? 

32.  Una  segunda  cuestión  que  expresamente  se  liga  con  las  suspen- 
siones es  la  de  las  posesiones  provisionales,  y  el  asunto  es  de  tal  importan- 
cia que  casi  todos  los  amparos  en  materia  agraria  tienen  a  aquélla  por  cau- 
sa, habiendo  provocado  acalorados  debates  la  interpretación  que  deba  dar- 
se al  artículo  27  en  la  parte  que  declaró  que  el  decreto  de  6  de  enero  de¡ 
1915  continuaría  en  vigor  como  ley  constitucional.  La  Comisión  del  Consti- 
tuyente no  discutió  la  subsistencia  o  insubsistencia  del  decreto  reformatorio 
de  19  de  septiembre  de  1916  por  el  que  fueron  suprimidas  las  posesiones 
provisionales  de  que  hablan  los  artículos  7  y  8  del  6  de  enero,  y  por  esto,  sin 
duda,  se  hizo  más  grave  la  discusión  tanto  en  la  misma  Nacional  Agraria, 
fimo  en  el  Ministerio  Público  y  en  los  Tribunales.  La  primera,  después  de 
afirmar  en  las  circulares  31  y  33,  que  no  habiendo  sido  expresamente  dero- 
gado  el  decreto  de  19  de  septiembre  de  1916,  con  sus  reformas  estaba  vi- 
gente el  de  6  de  enero,  en  las  posteriores  circulares  de  7  de  agosto  de  1920,  11 
de  abril  de  1921  y  15  de  julio  de  este  mismo  año,  sustenta  como  tesis  con- 
traria, que  deben  darse  posesiones  provisionales  de  acuerdo  con  el  decretó 
que  Las  estableció^  lo  que  no  es  otra  cosa  que  La  implícita  afirmación  de,  no 
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estar  vigente  el  decreto  derogatorio.  En  el  Ministerio  Público  Federal  hu- 
bo también  tales  discrepancias  de  opinión  que  el  Procurador  de  la  Repú 
blica  dirigió  a  sus  Agentes  la  circular  de  13  de  mayo  de  1921,  en  el  senti- 
do de  que  el  decreto  de  6  de  enero,  debía  aplicarse  en  los  términos  de  su  ex- 
pedición, atentos  el  espíritu  que  informó  sus  disposiciones,  y  el  principio 
que  aconseja  se  interpreten  las  leyes  de  manera  que  satisfagan  el  objeto  para 
que  fueron  dictadas.  Los  jueces  de  Distrito  casi  por  unanimidad  han 
venido  amparando  contra  la  concesión  de  las  posesiones  provisionales, 
no  habiendo  aún  establecido  la  Corte  su  jurisprudencia  sobre  el  debatido 
punto  que  ha  producido  como  consecuencias  fatales  la  ruina  de  fincas  an- 
tes prósperas,  pues  que  con  rarísima  excepción  los  pueblos  solicitan  las  tie- 
rras de  las  que  desde  luego  puedan  obtener  sin  ningún  trabajo  los  fáciles  pro- 
vechos de  la  explotación  para  abandonarlos  después  o  darlos  por  un  mez- 
quino arrendamiento.  Mi  opinión  personal  fué  siempre  en  favor  de  la  vigen- 
cia del  decreto  de  19  de  septiembre  de  1916,  mas  como  el  decreto  de  10  de 
abril  de  este  año  ya  declaró  que  debería  tenerse  por  derogado  el  de  19  de  sep- 
tiembre de  1916,  huelga  ya  la  controversia,  si  bien  es  de  lamentarse  la  subsis- 
tencia de  las  posisiones  provisionales,  causa  segura,  por  las  razones  ya  ex- 
puestas, de  la  sensible  diminución  de  los  productos  agrícolas  en  los  últimos 
años. 

33.  Algunas  otras  observaciones,   que  no   críticas  para  las   que   carezco   Observaciones,  a  las 
de  autoridad  científica,  habría  deseado  hacer  a  algunos  otros  artículos  del    ';  x'ni  y'  xv. 
citado  decreto,  y  a  la  llamada  ley  de  "Tierras  Ociosas",  buena  por  sus  pro- 
pósitos, pero  que  por  desgracia  ha  sido  mal  aplicada  por  los  municipios;  pe- 
ro apremiado  por  la  urgencia  de  concluir  esta  parte  para  exponer  mis  ideas 

sobre  las  bases  económicas  de  la  política  agraria,  sólo  agregaré  algunas  pa- 
labras para  fundar  las  conclusiones  VII,  X,  XI,  XII,  XIII  y  XV,  pues  de  las 
demás,  o  ya  se  ha  dicho  lo  bastante  en  anteriores  párrafos,  o  habrá  de  hacer- 
se relación  en  la  parte  última  del  trabajo. 

34.  El  reglamento   de   10  de  abril  de  este-  año,  el  que  si  no  satisface  No  d^bm  ^«tóüjr.- 
por  completo,  ha  fijado  al  menos  las  reglas  para  clasificar  la  pequeña  pro- 
piedad en  el  artículo  14;  el  límite  en  la  extensión  de  los  ejidos  con  relación 

a  los  habitantes  agricultores  del  poblado,  en  el  9o. ;  señalado  los  casos  de 
excepción  en  el  18,  y  prescrito  en  el  último  que  se  señale  un  plazo  de  30  días 
a  los  propietarios  para  que  presenten'  sus  pruebas,  dictó  en  el  artículo  19 
una  disposición  que  debe  revocarse  por  no  ser  justa  y  porque  arruina  de 
igual  manera  al  propietario  y  una  multitud  de  familias  que  viven  de  un  cul- 
tivo condenado  a  desaparecer.  Las  magueyeras  que  en  diversas  comarcas  del 
país  se  cultivan  para  elaborar,  según  la  zonas,  el  pulque,  el  mexcal  y  el  te- 
quila, representan  una  inversión  de  muy  cuantiosos  capitales  y  si  como 
consecuencia  del  artículo  que  comentamos,  al  negarse  la  suspensión  del  ac- 
to reclamado  sólo  se  concede  a  los  expropiados  el  plazo  de  un  año  para  que 
retiren  las  plantas  dejando  libres  los  terrenos  de  la  dotación,  terminado 
aquél  desaparecerá  de  la  riqueza  pública  un  producto  eminentemente  trans- 
formable por  la  industria,  como  lo  han  demostrado  los  ensayos  que  se  hi- 
cieron en  un  laboratorio  de  Apam  para  fabricar  con  el  aguamiel  produc- 
tos químicos  e  industriales. 

35.  Las   dotaciones   de   ejidos  y  su  locación   se  calculan  y   señalan  por   f*r ^X^nTas'1  do*3 
los     ingenieros   delegados   de  la   Comisión  Nacional  Agraria   sin   que   en  ta-   taciones  y   señalar 

,  .  .,  t  ...  ■   "j  t         los   terrenos   en   que 

les  operaciones  intervenga  el  propietario  que  va  a  ser  expropiado.  .La  deban  darse, 
conclusión  10  estima  como  de  justicia,  no  sólo  que  el  expropiado  sea  oído, 
sino  que  tenga  el  derecho  de  señalar  los  terrenos,  siempre  que  fueren  apro- 
piados al  cultivo  a  que  se  destinaren.  Lo  reclama  así  la  equidad,  y  así  la  ley 
positiva  tratándose,  por  ejemplo,  de  la  servidumbre  de  paso,  quiere  que  el 
propietario  señale  el  lugar  en  donde  deba  constituirse.  ¿Qué  cosa  más  jus- 
ta que  aquél  sea  quien  limite  los  siempre  perjudiciales  efectos  de  la  expro- 
piación, evitando  así  la  ruina  de  su  predio? 

36.  La  justicia  federal  en  los  amparos  que  tienen  como  acto  reclama-  ^en  seraCproporcio- 
do  la  carga  de  la  dotación  sobre  un  solo  predio,  ha  resuelto  que  las  resolucio-  nales   y   pesar   so- 

n       -i        /-(••'        -nt       •  i      *  •  l  •    i     j.       ■  j    i  x'  bre  el  mayor  núme- 

nes de  la  Comisión  Nacional  Agraria,  no  son  por  esto  violatorias  del  articu-   ro  de  expropiados. 

lo  tercero  del  decreto  del  6  de  enero  de  1915,  porque  el  ejercicio  de  la  facul- 
tad constitucional  de  expropiación  no  está  limitado  por  ningún  precepto 
reglamentario  y  es  discrecional  según  los  casos  y  las  personas.  Salta  a  la 
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vista  la  injusticia  de  que  así  se  proceda  en  las  dotaciones,  y  no  sería  difícil 
señalar  más  de  un  caso  en  que  con  especiosas  razones,  se  exceptuó  a  una 
propiedad  inmediatamente  colindante  y  de  gran  extensión,  y  se  expropió  a 
otro  fundo  inferior  de  sus  mejores  terrenos  para  la  constitución  total  de 
los  ejidos.  El  propio  señor  Carranza,  en  un  caso,  de  restitución  del  que  se 
habló  en  la  Prensa  por  tratarse  de  una  muy  conocida  propietaria  a  la  que 
desmembraron  una  de  sus  mejores  haciendas  para  constituir  los  ejidos  del 
enjambre  de  pueblos  que  la  rodeaban,  expuso  con  criterio  recto  la  opinión 
de  que  cuando  una  finca  hubiera  sido  expropiada  para  la  dotación  de  eji- 
dos a  dos  pueblos,  o  que  por  ella  hubiere  perdido  una  mitad  de  su  exten- 
sión, no  debería  ser  materia  de  otras  expropiaciones.  Son  éstas  substancial- 
mente  un  acto  de  desposeimiento  que  sólo  se  justifica  por  la  razón  suprema 
de  la  utilidad  pública  y,  por  lo  mismo,  deben  ser  de  efectos  limitados  y  ha- 
cerse reportar  sobre  el  mayor  número  posible  de  expropiados,  para  que  la 
distribución  y  la  proporcionabilidad  haga  menos  dura  la  pérdida  del  de- 
recho. 

37.  Los  propietarios  alegan,  frecuentemente  como  un  motivo  de  am- 
paro, el  no  haber  sido  citados  para  las  diligencias  de  expropiación,  de 
las  que  no  tienen  muchas  veces  noticia  hasta  el  día  en  que  les  notifican  la 
posesión  provisional  de  los  ejidos.  El  artículo  último  del  reglamento,  del  10 
de  abril,  previene,  en  términos  generales,  que  se  concederá  un  plazo  de  30 
días  a  los  propietarios  para  que  presenten  sus  pruebas  y  defensas ;  pero  el 
artículo  no  pormenoriza  el  procedimiento  y  a  más  de  que  se  pasa  por  las  Co- 
misiones sobre  el  dicho  reglamento,  en  el  raro  caso  de  haberse  citado  al  pro- 
pietario para  los  efectos  de  la  disposición,  se  espera  a  que  sea  ejecutada  lat 
posesión  provisional,  de  efectos  seguros  e  irremediables  porque  contra  ella 
no  se  conceden  ni  la  suspensión  ni  el  amparo. 

38.  Las  conclusiones  XIII  y  XV  que  son  de  las  que  falta  hablar,  por 
sí  solas  se  demuestran,  pues  es  patente  respecto  de  la  primera,  que  la  revo- 
cación a  que  se  refiere  el  artículo  10  de  la  ley  de  6  de  enero  de  1915,  debe 
producir  como  efecto  necesario  y  lógico  la  inexistencia  de  la  resolución  ad- 
ministrativa y  no  el  derecho  a  la  indemnización,  pues  para  este  resultado  era 
inútil  la  promoción  del  juicio  y  bastaría  esperar  pacientemente  el  cumpli- 
miento de  las  platónicas  promesas  de  la  Constitución,  tan  duramente  cen- 
suradas por  la  Corte  en  el  "amparo  Moneada".  Por  lo  que  respecta  a  la  re- 
visión de  las  resoluciones  del  Ejecutivo,  son  de  aplicarse  a  ellas,  las  mismas 
razones  que  fundan  la  firmeza  de  toda  sentencia.  ¿A  qué  peligro  no  estaría 
expuesta  la  sociedad,  si  fuera  dado  al  poder  público  cambiar  en  cualquier 
momento  la  situación  jurídica  por  él  mismo  establecida,  provocando  la  in- 
certidumbre  en  la  realidad  de  los  derechos  y  el  constante  temor  de  perderlos. 

39.  Y  pasando  ahora  al  planteamiento  de  las  bases  económicas  de  la 
propiedad  agraria,  apenas  si  me  atreveré  trazar  los  lineamientos  de  su  ex- 
tructura,  de  formas  tan  variadas  como  sean  diversos  los  sistemas  en  que  se 
apoyan;  pero  si  como  decía  Donoso  Cortés,  que  en  toda  cuestión  religiosa 
se  encerraba  una  cuestión  política,  los  problemas  políticos  jurídicos  y  socia- 
les son  a  la  vez  problemas  económicos,  porque  éstos  hoy  constituyen  la  vida 
del  Derecho,  debe  integrarse  este  trabajo  con  algunos  de  los  motivos  que  ex- 
plican  las   conclusiones  principales   del   2o.    Cuestionario. 

40.  El  proceso  sociológico  de  la  propiedad  y  su  evolución  en  la  histo- 
ria comprende,  como  hemos  dicho,  tres  períodos:  en  el  primero,  la  propiedad 
es  común,  la  reglamenta  el  Estado  y  todos  cooperan  a  la  producción,  hacien- 
do también  comunes  los  productos:  en  el  segundo,  afirmada  la  familia  bajo 
la  autoridad  del  padre  que  reglamenta  el  trabajo,  los  hijos  y  los  esclavos 
Laboran  por  el  patrimonio  que  constituye  realmente  la  propiedad  del  grupo, 
y  en  el  tercero,  afirmada  ya  la  libertad  individual,  y  conquistada  la  políti- 
ea  se  constituye  la  verdadera  propiedad  privada,  y  se  transforman  entonces 
el  concepto  y  las  funciones  del  Estado  que  tienden  de  día  en  día,  a  ser  las 
de  un  poder  moderador  que  salvaguarda  los  derechos  de  los  asociados  por 
la  justicia,  y  subviene  al  bienestar  común  por  medio  de  la  policía  adminis- 
trativa. Estos  tres  períodos  pueden  coexistir  en  las  instituciones  modernas, 
porque  si  la  propiedad  es  un  sentimiento  derivado  del  instinto  de  la. con- 
servación, e|  individuo,  la  Familia,  y  el  Estado,  (pie  son  los  órganos,  de  la  vida, 
social,  necesitan  de  bienes  propios  para  sostenerla.  De  aquí  la  posibilidad  de 
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formular  una  teoría  que  podría  llamarse  de  "los  tres  patrimonios":  el  cons- 
tituido por  la  propiedad  privada  del  individuo:  el  que  forma  el  bien  de  la 
familia,  perpetuo  por  su  inalienabilidad,  y  el  del  Estado  formado  con  sus 
propios  bienes,  igualmente  inalienables  e  imprescriptibles.  Quizá  la  teoría 
en  esta  última  parte  podría  estar  en  oposición  con  el  precepto  constitucio- 
nal que  prohibe  a  las  corporaciones  que  no  sean  las  reseñadas  en  la  frac- 
ción sexta  del  art  27,  tengan  en  propiedad  o  en  administración  bienes  raíces 
o  capitales  impuestos  sobre  ellos ;  pero  dadas  las  modernas  orientaciones  de 
la  propiedad  ésta  ha  de  ser  de  todos,  no  en  el  sentido  de  la  comunidad  de 
los  bienes,  sino  de  la  aplicación  que  'debe  dárseles  para  que  puedan  realizar 
sus  funciones  propias,  el  Municipio  y  el  Estado. 

41.  Es,  por  lo  anteriormente  expuesto,  que  establezco  como  primera 
base  del  sistema  agraria,  la  nacionalización  de  los  bosques  y  aguas  que  de- 
ben disfrutar  en  común,  los  condueñazgos,  rancherías,  pueblos,  congregacio- 
nes, tribus  y  demás  corporaciones  de  población  que  de  hecho,  o  de  derecho, 
guarden  el  estado  comunal.  Atribuir  la  propiedad  de  esos  bienes  a  los  par- 
ticulares con  perjuicio  del  Común,  sería  mantener  en  la  pobreza  irremedia- 
ble a  los  pueblos,  que,  si  no  deben  tener  ejidos  porque  éstos  por  la  ley  y 
el  interés  social  y  económico  deben  ser  repartidos,  sí  necesitan  tener,  como 
los  tuvieron  los  "municipia"  de  Roma  y  las  Comunidades,  bienes  propios 
que  formen  el  patrimonio  municipal. 

Por  las  razones  de  política  y  de  economía  ya  expuestas,  debe  tener  Dominio  del  estado 
también  el  Estado  el  dominio  eminente  sobre  las  tierras. y  aguas. que  se  com- 
prenden en  el  territorio  nacional,  y  sobre  los  elementos  naturales  que  se  ha- 
llen en  el  subsuelo,  porque  el  concepto  verdadero  de  la  propiedad  no  está 
ya  en  el  viejo  jus  utendi  de  la  fórmula  romana,  ni  en  la  famosa  regla  "usque 
ad  sidera  et  inferos"  admirablemente  criticada  por  Gabba,  al  intepretar  el 
artículo  440  del  Código  Civil  Italiano,  sino,  en  las  mismas  condiciones  de  la 
vida  del  hombre  y  de  la  sociedad  que  limitan  la.  generalidad  del  concepto  por 
la  condición  de  las  personas  y  las  exigencias  propias  de  la  organización  so- 
cial. No  sería  pertinente  entrar  de  lleno  en  la  cuestión  tan  debatida  de  la 
propiedad  del  Estado,  mas  bastará  recordar  que  siempre  la  tuvieron  y  hoy 
la  tienen  las  naciones  todas  sobre  los  bienes,  necesarios  para  los  servicios  públi- 
cos, y  sostener,  con  las  nuevas  doctrinas  económicas,  que  los  impuestos  só- 
lo pueden  considerarse  como  un  co-usufrueto  del  patrimonio  nacional,  de  un 
condominio  de  la  propiedad  privada,  y  que  si  no  se  quiere  hacer  uso  del  rui- 
noso y  comprometedor  recurso  de  los  empréstitos  garantizados  por  las  ren- 
tas de  percepción  contingente,  es  preciso  que  como  el  individuo,  la  familia  y 
el  pueblo,  tenga  también  el  Estado  sw  patrimonio  en  tierras,  en  aguas  y  en 
los  productos  del  subsuelo,  que  no  pueden,  ni  deben  ser,  por  su  propia  natura- 
leza, de  propiedad  particular,  ni  estar  sometidos  a  las  reglas  de  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública.  La  profesión  sincera  de  los  principios  ante- 
riores hace  de  mí  un  partidario  decidido  y  fervoroso  de  la  nacionalización 
del  petróleo. 

42.  Formada   la   propiedad  territorial   de   bienes   nacionales,   baldíos  y  La  coionización,  lí- 
de  propiedad  particular,  el  Gobierno  debe  colonizar  los  primeros,  y  expropiar  mitaciP"edaad!a  pr° 
y    fraccionar    los    últimos.    La    colonización    deberá    ser    preferentemente    de 
agricultores  mexicanos,   o   de   inmigrantes   de  raza   blanza,   porque   las  leyes 

biológicas  repugnan  el  cruzamiento  de  razas  superiores  con  razas  inferiores. 
Las  de  color,  amarilla  y  negra,  al  mezclarse  con  la  indígena  no  aportarían 
por  su  inferioridad  ningunos  elementos  de  renovación,  antes  por  el  contra- 
rio, rebajarían  más  el  nivel  de  la  gran,  masa  de  nuestro  pueblo  anal- 
fabeta, perezoso  y  corroído  por  los  vicios.  La  propiedad  privada  debe  salir 
del  dominio  de  los  terratenientes  que  por  la  extensión  de  sus  predios  pue- 
den vivir  holgadamente  de  productos  o  de  rentas,  sin  la  necesidad  de  cul- 
tivar ni  extensa,  ni  intensamente  las  tierras,  que  deben  repartirse  a  los  que 
sepan  y  quieran  explotarlas ;  pero  cuidando  de  poner  un  límite  en  los  frac- 
cionamientos en  relación  a  la  calidad  de  los  terrenos,  que  no  serán  enaje- 
nables, sino  después  de  diez  años  después  de  cultivados  por  los  parcelarios.  La 
Recopilación  de  Indias  prohibió  con  graves  penas  a  los  españoles,  comprar 
las  tierras  dadas  en  repartimiento  a  los  indios  y  prestarles  dinero  con  pren- 
da de  ellas,  declarando  nulas  las  enajenaciones  y  contratos;  pero  éstas  dis- 
posiciones de  seguro  que  no  fueron  obedecidas,  a  juzgar  por  la  reiteración 
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de  otras  disposiciones  prohibitivas,  ni  faltaron  sin  duda  medios  que  las  hi- 
cieran ineficaces.  Regidos  los  fenómenos  económicos  por  leyes  de  ineludi- 
ble cumplimiento,  son  ineficaces  las  prohibiciones,  siendo  el  mejor  régimen 
el  de  la  libertad :  mas  sí  cabe  limitar  temporalmente  la  facultad  de  gravar 
y  enajenar  las  parcelas  para  evitar  las  concentraciones  que  esterilizarían  los 
esfuerzos  de  la  ley  para  hacer  de  cada  ciudadano  un  propietario.  El  término 
de  10  años  que  en  el  artículo  9o.  de  la  ley  del  18  de  diciembre  de  1909,  se  fijó 
como  obligación  de  cultivar  o  de  aprovechar  el  lote,  sin  facultad  para  arren- 
darlo, enajenarlo  o  ceder  su  aprovechamiento,  y  la  prohibición  de  que 
Jos  derechos  sobre  él  concedidos,"  estén  sujetos  a  embargos  por  parte  de  ter- 
ceros, son  medidas  de  sabia  prudencia  que  deben  tenerse  presentes  para  cuando 
se  redacte  la  ley  que  reglamente  en  la  parte  relativa  el  artículo  27  consti- 
tucional. 

43.  Pero  si  el  fraccionamiento  de  las  grandes  propiedades  debió  ser 
la  primera  medida  de  nuestra  política  agraria,  para  que  la  producción  de  la 
tierra  pueda  alcanzar  su  mayor  desarrollo,  es  necesario  que  además  de  que 
sea  cultivada  por  quienes  se  interesen  en  hacerla  producir,  que  en  el  culti- 
vo sean  aplicados  los  procedimientos  científicos  de  la  irrigación  que  ferti- 
liza los  campos  y  asegura  las  cosechas,  pues  que  de  otra  manera  ni  el  labra- 
dor mexicano,  ni  el  colono  extranjero  se  arraigarán  en  el  suelo  ingrato  que 
sólo  produce  por  ventura  y  en  el  que  mueren  de  sed  los  ganados.  México  ca- 
rece de  una  amplia  red  -fluvial  que  le  permita  regar  la  inmensa  extensión 
de  sus  tierras  y  tiene  que  acudir  al  doble  medio  de  restringir  el  uso  de  las 
aguas  como  fuerza  motriz,  y  de  emprender  obras  que  le  permitan  captar  las 
de  lluvia  y  las  que  bajando  de  las  montañas  arrastran  hasta  los  valles  ri- 
cos sedimentos :  mas  estas  obras  están  fuera  de  la  posibilidad  aun  de  los 
grandes  propietarios,  y  es  al  Estado  a  quien  corresponde  subvenir  a  la  urgen- 
te necesidad,  ya  estimulando  a  los  empresarios  con  primas  y  exenciones,  ya 
construyendo  las  obras  por  cuenta  del  tesoro  federal.  M.  Louis  Léjeune,  que 
amó  a  nuestro  México  como  a  una  segunda  Patria,  en  su  notable  libro  "Las 
Tierras  .Mexicanas",  refiere  cómo  en  las  estériles  regiones  del  Far  West,  se 
transformó  el  desierto  en  una  de  las  más  feraces  comarcas  de  los  Estados 
Unidos:  nos  habla  también  de  ese  valle  entre  Mesa,  Tempe  y  Phoenix,  al 
que  los  perdidos  "prospectóos"  llamearon  al  "País  olvidado  de  Dios",  y  descri- 
be las  ciclópeas  obras  del  "Roosewell  clem"  que  transformaron  las  vastas  llanu- 
ras" áridas  en  alfalfares,  plantaciones  de  dátiles,  naranjas  y  viñedos :  nos 
describe  cómo  se  cierran  las  montañas  con  gruesos  muros  para  formar  el 
vaso  artificial  que  retiene  las  aguas,  y  después  de  patentizar  con  esos  y  otros 
ejenrplos,  a  lo  que  puede  atreverse  el  esfuerzo  humano,  excita  a  nuestro  Go- 
bierno para  que  imitándolos  emprenda  obras  semejantes,  ya  aprovechando 
nuestros  ríos,  ya  encerrando  en  depósitos  las  aguas  que  se  precipitan  de  las 
alturas,  ya  emprendiendo  la  explotación  de  las  aguas  subterráneas,  y  ponde- 
rando los  resultados  de  las  obras  del  río  Nazas  que  hicieron  de  un  desierto  la 
feraz  laguna  con  su  Torreón,  su  G-ómez  Palacio,  su  Tlahuelilo,  sus  pueblos, 
sus  haciendas  y  sus  ranchos,  esboza  el  régimen  de  la  distribución  de  las  aguas 
y  la  forma  en  que  el  Gobierno  se  reembolsaría  paulatinamente  de  los  costos 
de  las  obras,  y  la  organización  de  una  policía  formada  por  los  mismos  agri- 
tultores  para  la  conservación  de  aquéllas  y  el  mantenimiento  del  buen  ré- 
gimen de  los  riegos. 

El  General  Díaz,  persuadido  de  que  la  agricultura  y  la  Industria,  no 
habían  de  prosperar  sino  reglamentando  por  una  parte  el  uso  de  las  aguas 
federales,  y  estimulando  por  la  otra,  a  los  hombres  de  empresa,  expidió  las  le- 
h  cíe  diciembre  de  yes  de  junio  de  1858  y  de  6  de  junio  de  1894,  y  ya  en  los  últimos  años  de  su 
Gobierno  envió,  si  mal  no  recuerdo  al  señor  ingeniero  Gayol,  (quien  hizo  el 
viaje  a  sus  expensas),  para  que  estudiara  en  el  Egipto  las  obras  de  irriga- 
ción del  Nilo,  y  creó  una  Comisión  especial  que  tras  prolijos  estudios  con- 
sultó las  obras  que  deberían  construirse  para  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  on  las  cuatro  zonas  hidrográficas  en  que  por  su  topografía  estaba  di- 
vidida la  República.  La  ley  de  16  de  julio  de  1910,  fué  sin  duda  la  última 
disposición  dictada  por  el  antiguo  Presidente  en  materias  agrarias,  y  a  ella 
siguió  la  expedida  por  el  señor  Madero  el  18  de  diciembre  de  1912,  que  con- 
cedió a  la  Caja  de  Préstamos,  entre  otras  facultades,  la  de  hacer  préstamos 
a  los  agricultores  y  empresas  para  que  pudieran  ejecutar  obras  de  riego,  en- 
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tarquinamiento  y  desecación.  Desgraciadamente  los  millones  de  la  Caja  se 
invirtieron  en  las  empresas  de  unos  cuantos  latifundistas,  quedando  sin  rea- 
lizarse, entre  otras  obras  de  interés  nacional,  la  derivación  del  Atoyac  so- 
bre el  llamado  Valsequillo,  en  el  Estado  de  Puebla,  que  podría,  fertilizado 
por  las  aguas,  ser  el  granero  de  la  República.  El  actual  Gobierno  ha  dado 
algunas  circulares  con  el  propósito  de  normalizar  el  uso  de  las  aguas;  pero, 
aún  no  ha  procedido  a  iniciar  una  nueva  ley  que  se  conforme  con  el  estado 
agrario,  creado  por  el  decreto  de  6  de  enero  de  1915,  y  decrete  las  obras  que 
habrán  de  hacer  de  México,  con  la  frase  ron  que  termina  el  señor  Lejeune, 
su  capítulo  de  la  irrigación,  "no  ya  el  país  clásico  de  la  plata,  sino  el  de  las 

minas  de  trigo,  de  maíz,  de  caña  de  azúcar,  de  tabaco " 

44      Para    que    el    fraccionamiento    sea   efectivo    deben    expropiarse,    sin   Expropiación.     No 

',      .  *■    ,  ,,  .  •  'íi-  j.iT  -i  •     i  debe    reportarla     el 

otros  limites  que  los  de  la  conveniencia  publica,  tocias  las  graneles  propieda-  Estado. 

des;  pero  en  tal  forma  que  la  expropiación  conserve  la  riqueza  agrícola  ya 
creada,  porque  si  como  dice  Cimbali  (La  Nueva  Fase  del  Derecho  Civil), 
aquella  representa  de  un  lado  la  afirmación  social  ,  pero  sin  encerrar  del  otro 
la  negación  del  derecho  individual,  debemos  ver  en  ella  el  justo  tempera- 
mento, porque  una  vez  llevado  éste  a  su  misión  exacta  le  impide  convertir- 
se en  arbitrario  y  perjudicar  directamente  al  derecho  más  elevado  de  la  so- 
ciedad". Es  pues,  legítima  la  expropiación  cuando  por  ella  se  realiza  el  bien 
social,  pero  se  convertiría  en  un  despojo  si  no  se  compensa  la  forzada  renun- 
cia del  derecho  con  la  indemnización  inmediata  en  numerario  o  en  valores 
de  crédito  que  permitan  al  expropiado  o  intensificar  su  actividad  en  los  te- 
rrenos que  se  le  hayan  reservado  del  fraccionamiento,  o  invertir  su  importe 
en  el  comercio  o  en  otras  industrias  remunerativas. 

45.  Empero  no  debe  constituir  la  indemnización  una  nueva  carga  que 
pese  sobre  el  Estado  comprometido  ya  por  un  pacto,  más  que  financiero  de 
honor,  a  reanudar  los  servicios  de  la  Deuda  Pública :  son  los  beneficiarios 
los  que  están  obligados  a  pagar,  como  todo  comprador,  el  terreno  adjudica- 
do en  condiciones  que  haga  posible  atender  debidamente  los  gastos  del  cul- 
tivo, e  ir  paulatinamente  amortizando  el  valor  de  las  parcelas.  Sería  quizá 
un  medio  adecuado  para  el  pago  la  emisión  de  bonos  hipotecarios  garanti- 
zados con  el  valor  de  los  mismos  terrenos,  y  los  que  se  amortizarían  con  no 
menos  de  diez  anualidades  al  6  por  ciento  de  interés  causado  desde  el  año 
en  que  estuvieran  aquéllos  en  producto.  Las  Cajas  de  Refacción  agrícola, 
que  según  entiendo  ya  se  tratan  de  establecer  en  cada  zona  del  País  como  su- 
cursales de  la  Caja  de  Préstamos,  serían  las  depositarías  del  valor  de  los  bo- 
nos, y  en  sus  almacenes  se  depositarían  las  semillas  y  demás  frutos  que  deben 
ser  la  garantía  de  los  intereses. 

46.  Si  la  falta  de  crédito  agrícola  no  permitió  antes  de  1912  se  desarro-  creación  del  crédi- 
llara  el  cultivo  de  las  grandes  haciendas,  porque  la  Caja  de  Préstamos    para  " 

Obras  de  Irrigación  y  Fomento,  creada  en  virtud  de  la  autorización  concedi- 
da por  la  ley  de  17  de  junio  de  1908,  sólo  operó  por  gruesas  sumas  en  favor 
de  dos  o  tres  poderosos  terratenientes,  menos  podrá  ser  efectiva  la  cultura 
de  los  ejidos  o  de  los  terrenos  fraccionados,  si  los  pequeños  propietarios  ca- 
recen absolutamente  del  capital,  que  con  la  tierra  y  el  trabajo  es  el  factor 
determinante  de  la  riqueza  agrícola.  He  leído,  no  ha  muchos  días  que  una 
Comisión  estudia  la  manera  de  establecer  las  Cajas  de  Refacción  Agrícola 
en  las  diversas  zonas  de  cultivo  en  que  deberá. dividirse  la  República;  pero 
nada  podrá  hacerse  de  efectivo  si  no  se  crea  el  crédito  agrícola  que  se  carac- 
teriza por  su  aplicación  exclusiva  a  los  intereses  agrícolas,  y  los  cuales  se 
reparten  en  tres  grupos:  adquisición  de  la  tierra;  mejoras  a  la  tierra  (espe- 
cialmente la  irrigación)  y  gastos  de  cultivo.  En  relación  a  cada  uno  de  di- 
chos intereses  se  han  establecido  el  Crédito  Rural  (Crédit  Foncier),  y  el 
Crédito  de  Explotaciones  (Phillipovich  P.  A.)-,  Entrar  en  el  examen  de  cada 
uno  de  éstos,  y  de  la  manera  con  que  funcionan,  no  es  dado  a  mi  insuficiencia 
ni  a  las  condiciones  de  este  trabajo;  pero  sí  es  oportuno  recomendar  como 
uno  de  los  medios  de  organizar  el  Crédito  Agrícola,  el  establecimiento  de  las 
Cajas  Rurales  Raiffeisein,  'que  suministran  a  su  socios  subscriptores  agru- 
pados en  asociaciones  cooperativas,  los  fondos  necesarios  para  que  puedan 
aprovechar  las  ventajas  de  la  maquinaria  agrícola. 

47.  La   división   de   la   tierra   en  pequeños  lotes   adjudicados  a   cultiva-   Asociaciones    asi- 
dores pobres,  no  permite  hacer  el  cultivo  intensivo  por  la  falta  de     capital  colas- 

19 


para  adquirir  la  maquinaria  agrícola  sin  las  cuales  el  producto  es  menos 
seguro  y  abundante.  Este  obstáculo  desaparecerá  por  la  asociación  que  per- 
mite a  los  labradores  antes  aislados  y  abandonados  a  sus  propias  fuerzas, 
hacer  lo  que  el  capitalismo  en  la  Industria  y  en  la  Agricultura :  ' '  concentrar 
capitales  destinados  a  obtener  por  la  aplicación  de  los  medios  técnicos  más 
perfeccionados  el  mayor  lucro  posible"  (Gatti.  Socialismo  y  Agricultura.) 
La  cooperación  agrícola  se  manifiesta  en  toda  Europa,  sobre  todo  en  las  na- 
ciones en  que  la  propiedad  está  muy  dividida,  como  sucede  en  Bélgica,  y  si 
no  hubiera  sido  por  la  asociación,  los  pequeños  propietarios  hubieran  ido  a 
engrosar  las  filas  del  proletariado.  Las  asociaciones  rurales,  entre  otros  ser- 
vicios, conservarán  la  clase  de  pequeños  propietarios,  lo  cual  no  es  indife- 
rente para  el  orden  público"  y  pues  que  nosotros  pretendemos  que  la  nue- 
va propiedad,  pequeña  por  su  extensión,  sea  grande  por  su  producción,  te- 
nemos que  crear,  simultáneamente,  una  política  agraria,  organizando  el 
fraccionamiento  de  la  tierra  entre  los  que  quieren  y  pueden,  crearles  recur- 
sos por  el  crédito,  y  hacerlos  fuertes  por  la  asociación  que  debe  llevar  a 
los  campesinos,  no  sólo  a  unir  sus  esfuerzos  en  la  cooperación,  sino  a  con- 
gregarse por  la  propia  agrupación  de  las  parcelas  en  pueblos  agrícolas,  co- 
mo el  obrero  ha  formado,  organizando  también  asociaciones  cooperativas, 
las  ciudades  industriales. 
Seguros.  Ei  Heíns-  48.     Es  oportuno  decir  aquí  algunas  palabras  acerca  de  la  protección  que  se 

tatten   v   el  Homes-      ,    ,  ,   ,    ,  ■      \  x  •     -i      -i     t  i  i  i         • 

tead,  como  protec-  debe  al  labrador  en  su  persona  y  en  su  propiedad.  Los  muebles  y  los  mmue- 
Clóa  asua^amiíia.r  y  bles>  los  daños  -  causados  por  los  elementos,  inundaciones,  malas  cosechas,  en- 
fermedades y  muerte  del  ganado,  son  protegidos  por  seguros  cuyas  formas 
son  las  mismas  de  las  pólizas  que  se  dan  sobre  la  vida,  sobre  la  vejez  y  sobre 
los  accidentes  sin  otras  modificaciones  que  las  indicadas  por  la  misma  natu- 
raleza de  las  cosas.  Como  una  limitación  de  las  deudas  del  labrador  el 
Heinstatten,  en  Alemania  y  el  Hom'estead  en  la  América  del  N.,  exceptúan 
de  los  procedimientos  de  ejecución  un  fundo  suficiente  para  que  viva  una 
familia,  la  casa  de  habitación  y  las  oficinas  anexas.  El  Heinstatten  rural  tie- 
'  ne  por  caracteres  la  perpetuidad  de  la  concesión  gratuita  de  la  tierra  y  su 
inalienabilidad,  y  uno  y  otro,  convirtiendo  el  lote  concedido  en  inexpropia- 
ble  e  insecuestrable,  aseguran  la  estabilidad  de  la  familia,  y  consolidan  su 
posición  económica. 

49.  La  agricultura  que  fué  una  de  las  primeras  ocupaciones  del  hom- 
bre, se  ha  convertido  en  una  verdadera  ciencia  que  se  apoya  en  otras,  la  ma- 
yoría muy  recientes,  tales  como  la  geología,  la  química  orgánica  e  inorgá- 
nica, la  física,  la  fisiología  vegetal,  la  botánica,  la  bateriología,  y  la  zootec- 
nia. El  nacimiento  reciente  y  el  rápido  desarrollo  de  la  ciencia  agrícola 
ha  producido,  y  producirá,  enormes  resultados  sociales  y  económicos.  La 
doctrina  de  la  restitución  por  la  energía  ele  los  abonos,  revolucionó  al  mun- 
do agrícola,  proclamándose  por  M.  Velle,  como  un  principio  absoluto  que 
no  hay  suelo  agotado  o  estéril,  porque  la  fertilidad  de  la  tierra  depende 
únicamente  de  algunas  condiciones  de  restituir  de  fácil  cumplimiento.  La 
mecánica  ha  influido  también  poderosamente  en  la  evolución  agrícola,  y  el 
empleo  de  los  tractores  y  arados  de  vapor  y  eléctricos,  de  las  sembradoras 
automáticas  y  de  las  trilladoras  que  han  economizado  el  trabajo  del  animal 
y  del  hombre,  han  permitido  a  José  Hitier,  formular  la  tesis  de  la  industria- 
lización de  la  agricultura.   (Turmann.  Las  Sociedades  Agrícolas  de  Bélgica.) 

50.  Transformados  los  rutinarios  procedimientos  de  la  vieja  agricul- 
tura por  la  fecunda  ciencia  de  la  agronomía,  se  han  fundado  escuelas  de  In- 
genieros agrónomos  agregadas  en  Bélgica  a  las  Universidades,  organizado 
una  prensa  técnica ;  abierto  exposiciones  y  llevado  a  todas  partes  los  nue- 
vos conocimientos  por  medio  de  conferencias  en  los  pueblos  agrícolas.  Toca 
a  nuestro  gobierno  para  integrar.su  política  agraria,  llevar  la  enseñanza  de 
los  nuevos  procedimientos  a  las  diversas  zonas  agrícolas  del  País,  estable- 
eiendo  escuelas-granjas  para  el  aprendizaje  teórico-práctico  de  los  cultivos 
regionales,  suprimiendo  por  inútil  y  dispendiosa  la  Escuela  de  Agricultu- 
ra, en  la  que  se  ha  enseñado  poco  y  sembrado  menos ;  enviar  agrónomos  cuan- 
do se  organicen  las  asociaciones  de  producción,  a  fin  de  que  la  división  de 
la  tierra  no  disminuya  ía  producción;  fundar  colonias  con  agricultores  y 
ganaderos  expertos,  como  un  centro  de  propaganda  agrícola  para  los  pobla- 
dos   rurales;    organizar    exposiciones;    discernir   primas    a    los    (pie    con   mejor 
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éxito  hayan  introducido  nuevos  cultivos  o  nuevos  tipos  de  ganado ;  trans- 
formar, en  una  palabra,  las  regiones  en  que  hoy  sólo  brotan  los  cactus  y  las 
espinas,  para  que,  como  en  la  California  se  cubran  de  flores  y  de  frutos.  La 
memorable  legislatura  Maderista  dejó  en  los  archivos  de  la  Cámara  de  Di- 
putados iniciativas  que  no  merecen  quedar  sepultadas  en  el  olvido.  El  cré- 
dito agrícola,  la  enseñanza  agronómica,  las  Cajas  de  ahorro,  las  escuelas- 
granjas,  fueron  debidamente  estudiados  por  quienes  soñaron  con  poner  los 
cimientos  de  un  nuevo  edificio  social. 

51.  Y  si  la  agricultura  es  la  industria  que  debe  prevalecer  en  un  país  Enseñanza   de  eie- 

-■  ■    •  it  ■  j     j  t         j. '    •  xi  i  i        •         mentos     de     econo- 

en  que  por  sus  condiciones  de  diversidad  climatérica,  todo  puede  producir-  m¡a  y  agricultura: 
se,  el  cultivo  de  la  tierra  debe  formar  parte  de  la  enseñanza  de  las  escuelas  ^escueía^ruraies1 
rurales.  Tengo  entendido  que  así  lo  dispone  el  nuevo  Reglamento  de  educa- 
ción, y  me  es  grato  saber  que  los  maestros  misioneros,  enseñarán  con 
la  llave  de  oro  de  la  lectura,  los  primeros  secretos  de  la  ciencia  agronómi- 
ca a  los  rudos  indígenas  a  los  que  se  ha  devuelto  la  tierra  de  sus  mayores. 
Los  pedagogos  alemanes  tienen  en  los  Kinder-garten  el  seminario  de  las 
primeras  ideas  que  se  despiertan  en  el  cerebro  infantil  a  la  vida  de  la  natura- 
leza, "siempre  antigua  y  siempre  nueva",  y  ponen  por  eso  tanto  amor  en 
los  institutos  que  siembran  el  germen  de  la  virtud  en  las  futuras  almas  bue- 
nas. Los  hemos  imitado  nosotros  y  ojalá  que  hiciéramos  de  todo  niño  un 
enamorado  de  la  tierra.  Así  pensaba  yo  cuando  en  1903  colaboré  en  un  Plan 
de  estudios  para  el  Estado  de  Puebla  y  en  cuya  parte  expositiva  afirmé  la  nece- 
sidad de  que  se  enseñaran  a  los  alumnos  de  las  escuelas  rurales,  con  los  ele- 
mentos de  economía  los  de  la  agricultura  local,  "porque  es  indudable  que 
la  riqueza  del  País  no  puede  ser  otra  que  la  de  los  campos,  y  a  falta  de  es- 
cuela regionales  de  agricultura,  mucho  se  ganaría  con  que  los  campesinos 
ampliaran  la  estrecha  esfera  de  la  rutina  con  nociones  de  los  cultivos  pro- 
pios del  terreno  en  que  han  nacido,  y  en  los  que  quizá  terminarán  la  vida." 

52.  Sea  mi  excusa  por  haber  fatigado  vuestra  atención  por  tan  largo  ^-^(ía  pd0er  todos' 
tiempo,  el  deseo  vehemente  que  en  mí  despertó  la  convocatoria  para  este  Eiia  pagará  ia  deu- 
segundo  Congreso,  de  realzar  en  la  forma  que  me  fuera  dable  la  importan-        a 

cia  suprema  del  problema  agrario  sobre  cualquiera  otro  problema.  Los  te- 
soros que  nuestras  minas  han  volcado  sobre  el  mundo,  no  nos  han  hecho  ni 
ricos  ni  felices ;  el  petróleo  es  sólo  el  hallazgo  de  un  Aladino  que  despil- 
farramos como  si  fuera  innagotable ;  nuestra  incipiente  industria  fabril 
apenas  si  vive  merced  a  la  protección  de  las  tarifas.  Las  dos  codiciadas  ri- 
quezas guardadas  en  el  subsuelo  cuya  propiedad  disputamos  a  la  Nación 
soberana  del  territorio,  no  son,  ni  habrán  de  ser  los  elementos  que  determi- 
nen nuestra  futura  grandeza.  Es  la  tierra  tendida  como  un  manto  de  flores 
entre  dos  mares,  y  elevándose  por  planicies  sombreadas  por  árboles  mile- 
narios, hasta  la  meseta  pedestal  de  la  gloriosa  Tenox,  la  que  nos  hará  gran- 
des, si  como  la  hemos  regado  con  sangre,  la  fertilizamos  ahora  con  el  agua 
de  nuestros  ríos  y  el  sudor  de  nuestras  frentes :  Ella  será  la  que  pague  el  res- 
cate enviando  a  nuestros  acreedores  los  productos  indígenas  que  han  de  ali- 
mentar las  industrias  del  Viejo  Mundo.  Y  esta  grandeza  de  pueblo,  libre  y 
fuerte,  la  alcanzaremos,  sin  duda,  cuando  al  amparo  de  una  legislación  sa- 
bia y  prudente  que  armonice  las  tendencias  rivales  del  individualismo  y  del 
cooperatismo,  la  tierra  de  todos,  sea  cultivada  por  todos,  creando  el  triple 
patrimonio  del  individuo,  de  la  familia  y  del  Estado. 


CONCLUSIONES 
PARTE  LEGAL 


I. — Entretanto  se  revisan  las  leyes  vigentes  sobre  restitución  y  dota- 
ción de  ejidos,  para  derogarlas  o  reformarlas,  se  procurará  por  la  aplicación 
de  las  medidas  que  a  continuación  se  expresan,  que  la  pequeña  propiedad 
no  determine  la  ruina  de  nuestra  riqueza  agrícola. 
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II.— Las  tierras  no  cultivadas,  o  que  tengan  una  extensión  mayor  de 
quinientas  hectáreas,  deberán  ser  fraccionadas  y  repartidas  a  los  vecinos 
pobres  de  los  pueblos  que  quieran  y  sepan   explotarlas. 

III. — El  Estado  tiene,  por  razón  del  dominio  sobre  el  Territorio  Nacio- 
nal, la  facultad  de  expropiar  para  constituir  la  pequeña  propiedad  privada 
e  individual. 

IV. — Los  pueblos  y  demás  corporaciones  que  menciona  el  artículo  27 
de  la  Constitución,  sólo  pueden  gozar  en  común  de  los  bosques  y  aguas,  en 
la  forma  que  prevengan  las  leyes  y  reglamentos  respectivos. 

V. — La  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  se.,  decretará  oyén- 
dose a  los  propietarios,  y  el  importe  de  la  indemnización  se  fijará  previa- 
mente, así  como  las  condiciones  del  pago,  entretanto  se  dicta  la  ley  que  re- 
glamente en  esta  parte  el  artículo  27  de  la  Constitución. 

VI. — No  se  darán  posesiones  provisionales  de  tierras  en  cultivo,  o  pen- 
dientes de  cosecha,  ni  de  las  que  tengan  en  su  comprensión  magueyeras  y 
bosques. 

VIL — Entre  las  propiedades  exceptuadas  de  la  dotación  de  ejidos,  de- 
ben quedar  comprendidas  las  magueyeras  que  producen  aguamiel,  siempre 
que  sus  propietarios  substituyan  a  la  elaboración  de  bebidas  embriagan- 
tes, la  de  productos  químicos  o  industriales. 

VIII. — Debe  derogarse  el  artículo  27  de  la  Constitución,  y  la  fracción 
III  del  Decreto  de  6  de  enero  de  1915,  en  la  parte  que  declara  nulas  las 
sentencias  dictadas  en  los  juicios  seguidos  por  reclamación  de  tierras,  bos- 
ques y  aguas  que  hubieren  pertenecido  a  los  pueblos  y  demás  corporaciones, 
porque  una  declaración  administrativa  ño  puede  anular  los  efectos  de  la 
cosa  juzgada,  ni  invadir  la  jurisdicción  de  los  tribunales. 

IX. — Los  terrenos  de  repartimiento  adjudicados  a  los  vecinos  agricul- 
tpres  de  los  pueblos,  deben  ser  enajenables,  por  el  concepto  fundamental 
de  la  propiedad,  a  contar  de  la  fecha  del  fraccionamiento. 

X. — En  las  dotaciones  de  ejidos  y  en  las  expropiaciones  de  tierras,  ten- 
drá derecho  el  propietario  de  señalar  los  terrenos  que  deban  ser  materia 
de  la  operación,  siempre  que  fueren  apropiados  al  cultivo  a  que  se  desti- 
naren. 

XI. — Para  las  dotaciones  de  ejidos  y  para  los  fraccionamientos,  deben 
tomarse  los  terrenos  de  las  fincas  colindantes  proporcionalmente  a  sus  ex- 
tensiones; pero   de  imanera  que  todas  reporten  el  gravamen. 

XJL— Las  solicitudes  de  dotación  de  ejidos  deben  tramitarse  con  au- 
diencia de  los  propietarios,  a  quienes  se  concederá  un  término  suficiente 
para  que  puedan  rendir  las  pruebas  a  que  se  refiere  el  artículo  28  del  Re- 
glamento de  19  de  abril  de  1922. 

XIII. — Las  resoluciones  judiciales  que  se  dicten  en  el  caso  del  artículo 
10  del  Decreto  de  6  de  enero  de  1915,  deben  producir  como  efecto  la  revo- 
cación de  las  restituciones  decretadas  por  el  Ejecutivo   de  la  Nación. 

XIV. — Las  resoluciones  dictadas  por  la  Comisión  Nacional  Agraria  y 
aprobadas  por  el  Poder  Ejecutivo,  no  son  revisables. 

XV. — Debe  concederse  la  suspensión  en  los  amparos  promovidos  contra 
las  resoluciones  de  las  autoridades  que  intervienen  en  la  dotación  de  ejidos, 
y  contra  las  resoluciones  de  las  Comisiones  Agrarias,  si  en  oposición  a  un 
daño  simplemente  posible  y  futuro  de  los  pueblos  beneficiados,  se  justifican 
los  ciertos  y  actuales  de  los  propietarios. 

XVI. — Debe  ampararse  a  los  propietarios  cuando  se  justifique  que 
los  solicitantes  de  ejidos  no  están  empadronados,  o  que  el  padrón  Compren- 
de un  número  mayor  del  real  y  efectivo  de  jefes  de  familia  agricultores,  o 
que  los  vecinos  del  pueblo  tienen  tierras  propias  bastantes,  o  ejercen  otras 
industrias  que   les  proporcionen  los  medios   de  subvenir  a  sus  necesidades. 


PARTE  ECONÓMICA 


Debe   constituir   la    ley   comprensiva    de   los   problemas   que   integran   la 
llamada    política    agraria  :   . 

I. — La  nacionalización  de  los  bosques  y  aguas. 
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II. — La  repartición  dé  la  tierra  y  su  adjüdicáci'ón  en  pequeños  lotes,  o 
por  medio  de  contratos  de  eníitéusis  o  de  arrendamiento,  si  se  tratare  de 
bienes  nacionales. 

III. — La  irrigación  de  las  tierras  por  medio  de  un  régimen  que  permita 
utilizar  las  aguas  federales,  reglamentando  el  uso  de  ellas  para  fines  indus- 
triales, y  la  construcción  de  depósitos  de  reserva  para  la  captación  de  las 
aguas  pluviales,  o  la  de  los  ríos  de   curso  periódico   o  interminente. 

IV.— Las  asociaciones  agrícolas  : 

a.  De  cooperación  para  adquirir  tierras,  semillas,  ganados,  implemen- 
tos de  agricultura,  construcción  de  obras  de  irrigación,  y  venta  de  los  pro- 
ductos obtenidos. 

b.  Profesionales  agrícolas  bajo  una  dirección  técnica  que  permita  el 
empleo  de  medios  científicos  que  intensifiquen  el  cultivo  de  la  pequeña  pro- 
piedad "rural. 

c.  Asociaciones  cooperativas  de  consumo  para  adquirir  los  elementos 
de  vida  que  requieran  los  agricultores,  y  sus  aperos  y  ganados. 

d.  De  Crédito  para  el  establecimiento  de  cajas  de  ahorros  ("Raiffessein"), 
y  fondos  de  indemnización  para  accidentes  en  el  trabajo. 

V. — La  enseñanza  agrícola  por  medio  de  escuelas-granjas,  distribuidas 
en  las  zonas  de  cultivo  y  productos  regionales ;  exposiciones,  conferencias  y 
publicaciones  de  agricultura  y  zootecnia. 

VI. — La  enseñanza  teórico-práctico,  en  las  escuelas  rurales,  de  los  cul- 
tivos del  lugar. 

VIL — La  colonización  de  las  tierras  baldías  por  mexicanos,  o  inmigran- 
tes europeos  o  americanos  de  raza  blanca. 

VIII. — La  emisión  de  bonos  hipotecarios  con  garantía  de  las  tierras 
fraccionadas  y  repartidas,  a  fin  de  asegurar  el  pago  de  las  indemnizaciones 
y  de  sus  intereses,  por  no  deber  constituir  una  nueva  deuda  de  Estado  la 
expropiación  de  los  latifundios. 

.    IX. — La  fundación   en  cada   centro   ele   zona  agrícola   de  bancos   de   re- 
facción, con  la  garantía  ele  los  frutos  y  productos  de  la  finca  refaccionada. 

X. — Las  reformas  en  los  procedimientos  de  ejecución,  a  fin  de  que  no 
sean  embargables  la  casa-habitación  del  agricultor,  ni  las  oficinas  y  ense- 
res indispensables  para  la  explotación,  organizándose  el  bien  de  familia 
rural  ("Heimstatten-Iiomestead"),  que  sólo  en  determinados  casos  y  de 
una  manera  parcial  podrá  enajenarse  con  autorización  de  la  autoridad  ju- 
dicial, en  la  vía  de  jurisdicción  voluntaria. 

México,  21  de  septiembre  de  1922. 

JOSÉ  MARIANO  PONTÓN. 
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